
LOS LIMITES DEL DERECHO DE INFORMACION. 
UNA SISTEMATIZACION DE LA NORMATIVA 

INTERNACIONAL, COMUNITARIA Y DE 
DERECHO COMPARADO 

El derecho de información de los trabajadores es un 
derecho de estructura compleja, en el cual conflu­
yen tres manifestaciones claramente señaladas por 
la doctrina italiana: el derecho de los trabajadores 
a ser informados, el derecho a informarse y el 
derecho a informar. Asimismo, confluyen alrede­
dor de este derecho una serie de facultades y deberes 
de signo diferente. Sin embargo, no todos los orde­
namientos recogen con el mismo rigor las diferen­
tes manifestaciones del derecho de información, 
encontrando el derecho en cuestión límites estruc­
turales o intrínsecos en la regulación legal o con­
vencional o en la interpretación jurisprudencia[ de 
cada país. El autor señala que estos límites provie­
nen de la colisión de intereses en el terreno del 
derecho de información en la emp~~esa¡ ya que los 
trabajadores pretenden estar plenamente informa­
dos sobre temas vinculados a su centro de trabajo, 
mientras que los empleadores no desean que se 
divulguen a terceros las noticias cuya revelación 
puede causar un perjuicio a la empresa. Mérito 
adicional del autor es la exhaustiva revisión de las 
diversas fuentes del Derecho Comparado utiliza­
das para elaborar el presente artículo. 

Guillermo Boza Pró 
Abogado 

Profesor de Derecho Laboral 
Pontificia Universidad Católica del Perú 

l. LIMITES ESTRUCTURALES. DE LA 
CLAUSULA GENERAL DE INFORMACION 
A LAS INFORMACIONES CONCRETAS 

Los diferentes ordenamientos nacionales suelen 
instituir una formulación positiva del derecho de 
información laboral estableciendo, por una parte, 
una obligación empresarial de informar y garanti­
zando, al mismo tiempo, el derecho de la parte 
laboral a recibir dicha información. 

Y es que el derecho de información es un derecho de 
estructura jurídica compleja: presenta múltiples 
manifestaciones y confluyen en tomo a él un con­
junto de facultades y deberes de signo diferente 

1
• Es 

clásica ya, pero no por ello menos útil, la triple 
manifestación del derecho de información laboral 
señalada por la doctrina italiana: el derecho de los 
trabajadores a «ser informados>>, el derecho a <<in­
formarse>> y, por último, el derecho <<a informar>> 

2
• 

Dichas manifestaciones no suponen diferencias 
puramente terminológicas, sino que responden a 
concretas delimitaciones jurídicas. En efecto, en fun­
ción de cada una de ellas las facultades otorgadas al 
sujeto activo o titular del derecho serán diferentes, 
como lo serán también los deberes impuestos al 
sujeto pasivo. Así, el derecho a <<ser informado>> deja 
en manos del empresario la iniciativa del suminis­
tro de la información correspondiente. Se trata de 
un derecho que se establece con un carácter pasivo 
y en el que la dirección de la empresa se limita a 
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cumplir con su obligación en función de los requisi­
tos legal o convencionalmente establecidos 

3
. 

El derecho a «informarse>> supone un derecho de 
mayor envergadura en el sentido de que la iniciativa 
corresponde a la parte laboral. La representación de 
los trabajadores no asume ya un rol pasivo, sino que 
se encuentra facultada para exigir al empresario el 
suministro de la información que requiera en el 
curso de las negociaciones entabladas con éste 

4
• 

Este derecho es perfectamente compatible con una 
serie de facultades accesorias atribuidas a los órga­
nos de representación corno la de investigación y 
acceso a las fuentes informativas, la de asistirse de 
técnicos o expertos, o la solicitud de información 
complementaria, en fin, la de contar con los medios 
idóneos para conseguir una eficaz tutela de los 
intereses de sus representados. Estas facultades su­
pondrán, del lado empresarial, en algunos casos un 
comportamiento negativo (por ejemplo, no interfe­
rir la investigación o el acceso a las fuentes informa­
tivas) y, en otros, por el contrario, uno de tipo 
positivo (por ejemplo, cuando le corresponda facili­
tar o financiar la ayuda técnica o cuando tenga que 
facilitar cierta documentación) 

5
. 

El derecho a <<informar>>, finalmente, es la facultad 
(en algunos casos se establece corno facultad -deber) 
que tienen los representantes de los trabajadores de 
mantener informados a sus representados respecto 
de las gestiones realizadas en defensa de sus intere­
ses. No se trata solamente de una mera rendición de 
cuentas a los trabajadores ya que podría suponer 
también el traslado a éstos de los datos o informa­
ción relativos a la empresa que los representantes 
conozcan en razón de su acción representativa. Esta 
vertiente del derecho de información requiere que 
los órganos de representación tengan a su alcance 
los medios necesarios para canalizar el traslado de 
la información a sus representados y supone para el 
empresario los correlativos deberes de «respeto>> y 
«tolerancia>>: deberes negativos que implican, si no 
una actitud favorable, sí una postura abstencionista 
del empresario de forma tal que no ponga trabas o 
dificulte la labor informativa de los representantes 

6
• 

Resulta obvio que el derecho de información será de 
mayor intensidad y más eficaz en la medida que 
abarque el mayor número de manifestaciones del 
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mismo. Pero no todos los ordenamientos recogen 
con el mismo rigor las diferentes manifestaciones 
del derecho de información y de la forma de recono­
cer o plasmar positivamente este derecho puede 
pender muchas veces su eficacia. Lo que tratarnos 
de decir es que el propio reconocimiento que se 
haga del derecho de información supone, en sí 
mismo, una delimitación de los ámbitos de actua­
ción de tal derecho (se reconocen determinados 
titulares del derecho, la información procede única­
mente respecto de ciertas materias o se suministra 
sólo si se presentan determinadas circunstancias 
particulares, etc.). De esta manera, la regulación 
legal o convencional o la interpretación jurispru­
dencia! irán marcando los parámetros dentro de los 
cuales podrá moverse el derecho en cuestión. Esta­
rnos pues, aunque no sea tan evidente, ante una 
limitación de carácter estructural o intrínseca (no 
explícita) que condiciona de entrada el derecho de 
información y que responde, en definitiva, al tipo de 
derecho que quiere reconocerse. 

Podernos sintetizar en dos las formas (no incompa­
tibles) de reconocer el derecho de información. En 
algunos ordenamientos la fórmula utilizada es el 
establecimiento de una «cláusula general>> de dere­
cho de información. En otros, por el contrario, se 
prefiere regular supuestos concretos y detallar con 
precisión el tipo de información que debe suminis­
trarse a los representantes de los trabajadores. 

A. Sistema de cláusula general 

En este primer supuesto se encuentran las legisla­
ciones alemana y sueca, la Recomendación 143 de la 
OIT y la Directiva 941451 CE sobre comités de em­
presa europeos. 

a) En Alemania, por ejemplo, el artículo 80, párra­
fo 2, de la BetrVG de 1972 establece la obligación del 
empresario de informar «a su debido tiempo y 
ampliamente>> al consejo de empresa sobre los as­
pectos necesarios para el cumplimiento de las tareas 
que legalmente tiene establecidas (en la propia 
BetrVG). Esta «cláusula general» se refiere especial­
mente a las funciones generales que tiene atribuidas 
el consejo de empresa (artículo 80, 1, BetrVG), así 
corno al ejercicio de los derechos de cogestión (artí­
culos 87, 1 y 95,1, BetrVG). Esto significa la obliga-



ción empresarial de suministrar al consejo de em­
presa toda la información que resulte necesaria para 
el ejercicio de sus funciones: como ha sentenciado 
Daubler al respecto, no es posible ejercer «plena­
mente» los derechos de participación, a menos que 
se esté debida y oportunamente informado 

7
• 

Asimismo, existe la obligación empresarial de su­
ministrar información al comité económico. Este 
comité es el órgano especializado de deliberación y 
codeterminación en materia de asuntos económicos 
y financieros 

8 
que debe constituirse en todas las 

empresas donde haya al menos cien trabajadores. 
Conforme al artículo 106 de la BetrVG de 1972 el 
empresario debe facilitar «oportunamente y con 
detalle» información y documentación sobre los 
diversos aspectos económicos de la empresa, excep­
to en aquello que pudiera poner en peligro los 
secretos de explotación o negocios de la empresa. El 
propio precepto establece un listado de lo que con­
sidera asuntos económicos, aunque no se trata de un 
listado de carácter exhaustivo 

9
• 

b) En Suecia debemos acudir a la Ley sobre «la 
participación en las decisiones de trabajo», de 10 de 
junio de 1976. La premisa fundamental de la que 
parte esta ley es que «los trabajadores tienen el 
mismo derecho que el empleador a disponer de 
información completa sobre las actividades de la 
empresa>> 

10
. Porque, en definitiva, no puede hablar­

se de codeterminación o decisión conjunta en la 
empresa si la representación de los trabajadores 
carece de la información necesaria sobre la activi­
dad empresarial

11
• En ese sentido, el artículo 19 de 

la citada ley obliga también al empleador a propor-

donar «en todo momento>> el mayor número de 
información posible, a dar la oportunidad a la orga­
nización de trabajadores de acceder a las fuentes 
informativas y de examinar la contabilidad de la 
empresa, y de prestar además la asistencia necesaria 
en las investigaciones que sobre tal documentación 

. 12 
se reqmera . 

e) La Recomendación 143 de la OIT sobre la pro­
tección y facilidades que deben otorgarse a los re­
presentantes de los trabajadores en la empresa -
reglamentaria del Convenio 135 sobre la misma 
materia- se mueve también en la línea del sistema de 
la <<cláusula general». Señala en el artículo 16 que la 
empresa debería poner a disposición de los repre­
sentantes, en las condiciones y en la medida que 
podrían determinarse por la legislación, negocia­
ción colectiva o cúalquier otra forma compatible 
con la práctica nacional, <<las facilidades materiales 
y la información que sean necesarias para el ejerci­
cio de sus funciones>>. 

d) Por su parte, la Directiva 94/45/CE sobre comi­
tés de empresa europeos no es exhaustiva en la 
regulación de la información que debe suministrar­
se al comité de empresa europeo (o a los trabajado­
res directamente, según sea el caso). Se establece 
solamente que la información que debe suminis­
trarse se referirá, en particular, a cuestiones 
trasnacionales que puedan afectar considerablemen­
te a los intereses de los trabajadores. Esto podría 
interpretarse como el establecimiento de una suerte 
de <<cláusula general>> que impondría a la parte 
empresarial la obligación de facilitar toda la infor­
mación que resulte necesaria para conseguir la fina-
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lidad deseada. Ahora bien, se trata de una cláusula 
general de información bastante ambigua que por lo 
demás se relativiza si tenemos en consideración que 
son las propias partes las llamadas a dar el conteni­
do de la información que ha de suministrarse: se 
trata, en realidad, de una pauta dirigida a las partes 
para que modulen ellas mismas el derecho de infor­
mación que ha de regir en este tipo de empresas. 
Conviene precisar que sólo en defecto de acuerdo 
regirán las disposiciones subsidiarias, en las que sí 
se establecen aspectos concretos en materia de in­
formación. 

B. Sistema de cláusulas específicas 

En lo que respecta a la segunda forma de plasmar el 
derecho de información (establecimiento de los su­
puestos concretos en los que procede el suministro 
de información), que parece ser una fórmula más 
generalizada, podemos identificar a las legislacio­
nes belga, francesa, británica y norteamericana. 

a) En Bélgica, el Real Decreto de 27 de noviembre 
de 1973, sobre las informaciones económicas y fi­
nancieras que se han de facilitar a los comités de 
empresa, consolidó la participación de los trabaja­
dores en el marco de los comités de empresa. Dicha 
norma contiene una regulación específica, aunque 
integral

13
, de las informaciones de índole económi­

ca y financiera que el empresario debe facilitar a los 
comités de empresa. Estamos ante una normativa 
que recoge con bastante detalle los diversos aspec­
tos del derecho de información: cuestiones relativas 
a la periodicidad y contenido, la información a los 
representados, el asesoramiento de expertos, el de­
ber de discreción y la facultad de derogación del 
empresario, etc. 

El principio del que parte la norma belga es que los 
trabajadores, como miembros integrantes y estables 
de la empresa, tienen un <<derecho evidente» de 
conocer y estar informados de lo que ocurre en la 
empresa 

14
. Esto se refleja en el artículo 3 del citado 

Real Decreto que establece que las informaciones que 
se proporcionen a los consejos de empresa tienen por 
finalidad facilitar a los trabajadores una imagen clara 

y correcta de la situación, de la evolución y de las 
perspectivas de la empresa o de la entidad jurídica de 
la que puedan formar parte. No estamos sin embar­
go, como podría pensarse, ante una fórmula de <<cláu­
sula general>> puesto que dicho precepto, como sos­
tiene Blanpain, parece referirse más bien a una exi­
gencia de claridad informativa, es decir, a la necesi­
dad de que la información sea presentada <<de una 
forma diferente a la que se utiliza habitualmente en 
la práctica de los negocios>> de modo tal que pueda 
ser perfectamente entendida por los trabajadores. 
Como sentencia el propio autor la información cum­
ple verdaderamente su función en la medida que sea 
comprensible para sus destinatarios 

15
• 

En función de su diverso contenido y temporalidad 
la legislación belga establece concretamente cuatro 
tipos de información: básica, anual, periódica y 
ocasional. 

Merece la pena detenerse brevemente en la informa­
ción básica que es el tipo de información que debe 
proporcionarse por escrito a los miembros del comi­
té de empresa en los dos meses siguientes de su 
constitución o reelección (artículo4). Comprende la 
entrega de documentos específicos respecto de diez 
materias: el estatuto de la empresa, la situación 
competitiva de la empresa en el mercado, produc­
ción y productividad, estructura financiera de la 
empresa, presupuesto y cálculo de los precios de 
coste, gastos de personal, programas y perspectivas 
generales de futuro de la empresa, investigación 
científica, ayudas públicas de todo tipo concedidas 
a la empresa y organigrama de la empresa. Pero la 
norma no se contenta con establecer un conjunto 
bastante amplio de materias como información bá­
sica, sino que además a continuación desarrolla 
minuciosamente (artículos 5-14) la documentación 
correspondiente a cada una de dichas materias que 
necesariamente debe proporcionarse a los comités 
de empresa. De ahí que se ha ya dicho en su momen­
to, con razón, que este <<detallismo>> o <<casuismo 
extraordinario>> en el que incurre la normativa belga 
no deja en la <<penumbra>> prácticamente ningún 
aspecto clave, ni económico ni financiero, del dere­
cho de información

16
• 
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La información anual y periódica responden, en el 
primer caso, a la exigencia de poner al día cada año 
los diferentes componentes de la información bási­
ca, pero al mismo tiempo, tiene por objeto informar 
al comité de empresa sobre los objetivos de la acti­
vidad empresarial del año siguiente y de sus gers­
pectivas en los futuros años (artículos 15 a 23) 

7
• En 

el segundo supuesto, la información periódica tiene 
un doble objetivo: de un lado, permitir al comité de 
empresa seguir en forma permanente la marcha de 
la empresa y, de otro, verificar si se cumplen o no las 
metas trazadas por ésta (artículo 24). 

Finalmente, la norma prevé dos casos más en los 
que debe suministrarse información al comité de 
empresa a la que se califica de información ocasio­
nal: de un lado, cuando se produzcan circunstancias 
que puedan acarrear a la empresa consecuencias 
importantes; por otro, cuando el empleador tome 
decisiones internas que puedan tener repercusiones 
importantes sobre la empresa. En este supuesto, de 
ser posible, las decisiones se comunicarán antes de 
su ejecución. En cualquier caso, la información irá 
acompañada de un comentario relativo a las que se 
puedan derivar de la situación presentada o de la 
decisión tomada, respecto de la actividad de la 
empresa, así como de la situación de los trabajado­
res (artículos 25 y 26) 

18
. 

b) En Francia el derecho de información se presen­
ta fundamentalmente, como en el caso belga, en el 
ámbito de la representación de los trabajadores en la 
empresa. En este país los trabajadores tienen acceso 
a la información económica y financiera de sus 
empresas a través de sus respectivos comités de 
empresa, que actúan como órganos de información 
y consulta respecto de determinadas materias que 
afecten los intereses de los trabajadores. A raíz de la 
Ley de 28 de octubre de 1982, relativa al desarrollo 
de las instituciones de representación de personal, 
producto de la Reforma Aroux, el Código de Traba­
jo francés define al comité de empresa como un 
órgano que tiene por objetivo <<asegurar la expre-

sión colectiva de los asalariados y permitir que de 
manera permanente se tengan en cuenta sus intere­
ses al adoptar las decisiones relativas a la gestión y 
la evolución económica y financiera de la empresa, 
a la organización del trabajo y a las técnicas de 
producción» 

19
• Por eso, antes de adoptar una deci­

sión, el empresario deberá celebrar consultas con el 
comité de empresa (artículo L.431-5) 

La ley en cuestión, modificatoria del Código de 
Trabajo, otorgó nuevas y más penetrantes funcio­
nes a los órganos representativos del personal. 
Sobre la base de una mayor democratización de la 
empresa y de permitir una mayor participación de 
los trabajadores en la decisión de sus condiciones 
de trabajo y de concebir finalmente a los trabajado­
res como los protagonistas del cambio en la empre­
sa se fortaleció el papel de la representación de los 
trabajadores. Esto se tradujo concretamente en el 
reforzamiento de las atribuciones y poderes del 
comité de empresa (aunque también de las organi­
zaciones sindicales) lo que, en definitiva, permiti­
ría una mayor incidencia de dichos órganos en la 
vida económica y financiera de la empresa 

20
• La 

normativa francesa ofrece también un cuadro de­
tallado de las diferentes variantes que componen el 
derecho de información. 

En lo que respecta al contenido de la información en 
materia económica, el empresario obligatoriamente 
deberá informar y consultar al comité de empresa 
acerca de los siguientes asuntos: organización, ges­
tión y marcha general de la empresa y, en particular, 
acerca de las medidas susceptibles de repercutir en 
el volumen o .la estructura del personal, en la dura­
ción del trabajo o en las condiciones de empleo y del 
trabajo personal (artículo L.432-1, párrafo 1). Igual­
mente, será informado y consultado de los proble­
mas relativos a las condiciones de trabajo resultan­
tes de la organización del trabajo, de la tecnología, 
las condiciones de empleo, de la organización del 
tiempo de trabajo, de las calificaciones y de las 
modalidades de remuneración (artículo L. 432-3). 

17 
•. •&orm~·~o$teríores obJigan··~l jef~··de··~~~~~··~··~~~Hc~r·.S~~l~~··~1~i~~~~·(~¡~,~~~~,··~~~h~~.dé··p~~~iq~~··i•.~~ha~cias;··;nfor~e·de •...• 

~et>tión Yi $i~s po~;ible, ínfor,rne d~l t:et"!Sor.)¡ qM~ermi~" f9ffi?ara(~~ e$~~9 p~J¡¡ ~WP~~ ~911 ~~ ~~ 1~~ >MpreSiiS com.peti~or¡¡s: No se .. 
trata sÁlo~} ~omünkar,• sino ·que .aq~~s •!ie· eXígé tLfl~e~pHcaptpnf~ojp,p~~s~onco~ r~~uliactq~ ~n~er~otesJSfr.l?~ a\).tqre~ ~itados en··· la riot.a Mte.dor}. · · · · · · · · · · · .·. · .·. · · · ·.· ·.·. · ·.· · · ·. ·. · · .· · .· · · · ·.· · · · · · · · · · · · · · · · · · · · · 

Comd se apr~;>cia;.la información OC<\SÍ?flal esl¡¡ que se f¡¡¡:ilita ~tl;'~itíj~~~~~yel:}t1lrle~ .~e.·p~r~~eularimportarwt:a.para la empresa·· .• 
(p.é.ttna~W>iónisupr~sióndeunseCétq~i;teactiyi~"Qírl;'organiz¡¡~iót"l#~lfif~P?ici9~Cidelild~écc~pl1):Pfr.}llir:l3~EVIERE,,~Mfgrm~dón 
delostr<~baí~dpre¡;;;:~>qb:~iJ,;pag;2J!);I¡seyideryteq~e}~t,t"~~~B~~~"4~la~~t#~?P~~$4escri~~n()pti~i:le.esper~rala~il}f9pna~ionE!~.· 
petiódi<:~$4~9.rlp qiJe se exi~ $il ini):IE!di¡¡.ta com1lil~~a<;i~:t:t~ > ·.··.····.··· · · · · · · · · · · ······· ·· · · 

·. Artíeuloü431·4 del C(lqigo.dE!Irabajosegúri la.r~f?trt\a i.ntt?d#gi,g~ @tM L~Y~1lm• ~2,..9J5(diit84~ri~:viembre de 1982.(0J1'¡ Serie 
Legi~lativa; )''¡\ 2C; Ginebt<v 1982); · · · · · · · ·. · · · · · · · · · · · · · · · · · · · · .·. · · ·· · · · · · · · · · · · ·. · ·. · · · · · · · · · · · 

THEMIS 
71 



El Código de Trabajo francés permite identificar dos 
clases de información en función de su oportunidad: 
una periódica y otra ocasional. La primera responde 
a una necesidad de suministrar con cierta regulari­
dad determinado tipo de información. Así, tras la 
elección del comité de empresa el empresario se 
encuentra obligado a facilitarle documentación de 
carácter económico y financiero (artículo L.432-4, 
párrafo 1"). Por otro lado, una vez al año, como 
mínimo, el jefe de empresa presentará un informe 
global y por escrito de la actividad de la misma. Su 
finalidad es la de poner en conocimiento la situación 
real de la empresa, así como sus perspectivas econó­
micas para el año siguiente. Los miembros del comité 
tendrán derecho a recibir las mismas comunicacio­
nes y las mismas copias que los accionistas (artículo 
L.432-4, párrafos 2, 4 y 8). Por último,la información 
de carácter trimestral completa el bloque de informa­
ciones periódicas que responde a la vocación del 
legislador galo de que los comités de empresa mane­
jen una visión permanente de la situación de la 
misma. Versará sobre la evolución general de los 
pedidos y la situación financiera, así como de la 
ejecución de los programas de producción. Asimis­
mo, se informará sobre el mejoramiento, la renova­
ción o la transformación del equipo o de los métodos 
de producción y de explotación y acerca de sus 
incidencias en las condiciones de trabajo y de em­
pleo. En este último caso la información será semes­
tral en las empresas que cuenten con menos de tres­
cientos trabajadores (artículo L.432-4, párrafo 10). 

Las informaciones ocasionales, por su parte, se pro­
ducen en situaciones concretas en las que se exige al 
empresario que informe y consulte al comité de 
empresa sobre las medidas que piensa ejecutar. Así, 
el órgano representativo de los trabajadores debe ser 
informado y consultado acerca de las modificacio­
nes de la organización económica o jurídica de la 
empresa, en particular en situaciones de mutación 
como fusiones, cesiones o modificaciones importan­
tes de las estructuras de producción de las mismas 
(artículo L.432-1, párrafo 4). Asimismo, el comité de 
empresa tendrá que ser informado y consultado 
previamente a la ejecución de todo proyecto impor­
tante de introducción de nuevas tecnologías cuando 
tal hecho pueda tener consecuencias en el empleo, 
las calificaciones, la remuneración, la formación o 
las condiciones de trabajo del personal ( art. L. 432-2). 

e) En el Reino Unido el derecho de información se 
desarrolla principalmente en el marco de la nego­
ciación colectiva. La Trade Union and Industrial 
Relations Act de 1992

21 
establece en el artículo 181 (1) 

que el empleador se encuentra obligado a propor­
cionar a los representantes de un sindicato indepen­
diente, a instancia de los mismos, toda la informa­
ción que disponga referente a su empresa o referen­
te a la empresa de un empleador asociado. En con­
creto deben suministrarse dos tipos de información. 
De un lado, aquellas sin las cuales los representan­
tes sindicales se verían materialmente impedidos 
de participar en una negociación colectiva. Y, de 
otro, la información que de conformidad con la 
práctica usual en el terreno de las relaciones de 
trabajo debería normalmente comunicarse a los re­
presentantes sindicales de modo que sea posible la 
negociación colectiva. 

Sin embargo, no debe pensarse que en toda negocia­
ción entre empresarios y trabajadores existe la obli­
gación de información. En ese sentido, el artículo 
181(2) de la Ley de 1992 es importante para delimi­
tar el alcance concreto de la información que debe 
transmitirse ya que contiene algunas referencias a 
su ámbito objetivo. La obligación de información se 
limita a las negociaciones sobre cuestiones y catego­
rías de trabajadores respecto de las cuales el 
empleador ha reconocido la competencia del sindi­
cato. De esta manera, la obligación de informar del 
empresario queda delimitada por el ámbito del 
reconocimiento que se haya otorgado al sindicato 
correspondiente. En consecuencia, todo lo que esca­
pe a dicho ámbito (materias ajenas a los trabajadores 
cuya representación le ha sido concedida al sindica­
to o ajenas a la empresa afectada o a una empresa 
asociada) no genera obligación alguna de informar 

1 
o 22 

para e empresano . 

Pero ha sido el Servicio Consultivo de Conciliación 
y Arbitraje (ACAS) el encargado de precisar el con­
tenido de la obligación de información. Este orga­
nismo de composición tripartita tiene entre sus fun­
ciones principales la de elaborar códigos de conduc­
ta con la finalidad de mejorar las relaciones de 
trabajo 

23
• En el código de conducta sobre <<la comu­

nicación de informaciones a los sindicatos para los 
efectos de la negociación colectiva» no se establece 

u La ~;~d~U~~1~ ~~d Labou~ I{~~~i~ri~~~(~á~~~~ 4¡*~f~~~ ~~=~~~ij~~~~~~~~~ ~~[~~~~~s 4t~~B~Jq, i~~~~Ya~ ~h~tthj~h~i \ 
meriteaorgaruzado~s4e·~lt1Pl~ador~;s~cy~~~$i~l*pit)rit1S•!4R§l'~re~y~l;~!9v#~.Ho/ffial~~.4ir~t~qr.·QJll~I~A·~~T~~()I()NA-L••··•· 
DJ::LTRABAJWPocumelitils de oerech~rSoóaV1992+GBRt · · · · ·.· · · ·. · · · · .·.· · · · · · · · · · · · · · ·· · · · · · · · · 

· KAHN"FREPND, Trabaj(tyDer~~li(#, 9W fítl,p¡tg~i)$6~P~7/ ...... ·.· .. ···.·.· .... · .. · .... ·.···. ·.·· ..... . .. . .... ·. ·.······ ...... .. . . . . ....... . .. · 

2>·••·•ctr .. C:.PlT~,··i~ploymiJ¡f•~,~~··~.~~~i··~··~~J~~ri•··~~[~,~~~~]••U~~i~~i~,®k~rÜ·•¿·s:•·~~gb~~~·•·~bbü~·ftj~.~~~~Jn~tistriul••·•·. 
Rdntiml$ iii Grial Bátain, Kh.iV:~r'/P~y~tei', ~~$()>~~® ~ti?~? .· ....... ·.· .. ·.·. ··· · ....... ·. ..· · ·.····.. · ········ · .. · · ..... ·.··· ·· ·· · · ··· ·· ..... ·. ·····.· 
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un listado completo y detallado de los aspectos que 
deben informarse, pero sí contiene una serie de 
grandes núcleos temáticos objeto de negociación y, 
en consecuencia, respecto de las cuales recae la 
obligación de informar: salarios, condiciones de 
empleo, mario de obra, rentabilidad y situación 
financiera de la empresa. Añade además ciertos 
ejemplos concretos como los planes de mano de 
obra y los planes de inversión de la empresa, con lo 
que, como ha señalado la OIT, en el Reino Unido el 
objeto de la información para la negociación colec­
tiva se ha ampliado considerablemente, inclusive 
más allá de lo exigido por la ley 

24
• En definitiva, el 

código de conducta elaborado por el ACAS abando­
na la tradicional postura de restringir el contenido 
negocia! amplio a la fijación exclusiva de remunera­
ciones y determinadas condiciones de empleo, abar­
cando temas más complejos como la reestructura­
ción de las plantillas, partiendo de la regla según la 
cual <<los empleadores deberían tratar de seguir una 
actitud abierta y de colaboración al examinar las 
demandas sindicales de información>> 

25
. 

d) En lo que respecta a Estados Unidos de Améri­
ca, hemos visto ya como a partir de una interpreta­
ción de la W agner Act de 1935 realizada por el 
Consejo Nacional de Relaciones Laborales el dere­
cho de información se considera una consecuencia 
de la obligación del empleador de negociar de 
buena fe. En 1947, con la Taft-Hartley Act, se intro­
dujo el artículo 8 ( d) que contiene una definición de 
la obligación de negociar (aunque en puridad se 
trate de una definición legal de la negociación 
colectiva y del contenido de la misma). Dicha nor­
ma estableció <<el cumplimiento de la obligación 

recíproca del empleador y del representante de los 
trabajadores de discutir de buena fe lo relativo a 
salarios, duración del trabajo y otros términos y 
condiciones de empleo>>. Pero precisó, al mismo 
tiempo, que la referida obligación no suponía para 
ninguna de las partes contratantes el compromiso 
de aceptar la propuesta del contrario o exigirle una 

. .; 26 
conces10n . 

El Tribunal Supremo, a partir del caso Borg-W arner 
Corporation (1958), determinó el alcance real de la 
disposición anteriormente mencionada al estable­
cer tres categorías de materias susceptibles de ser 
negociadas colectivamente entre el empleador y 
los representantes de los trabajadores: a) obligato­
rias, b) facultativas o permisivas y e) prohibidas o 
ilegales 

27
• Si la obligación de informar está estricta­

mente ligada a la negociación obligatoria, el dere­
cho de información se circunscribe necesariamente 
a las materias cuya discusión es imperativa en el 
proceso negocial. Por eso, como se ha dicho, <<el 
caso Borg-Warner tuvo el efecto de limitar la infor­
mación a las cuestiones de negociación obligatoria, 
puesto que respecto de las facultativas el emplea­
dor no tiene ni siquiera la obligación de examinar­
las y mucho menos de informar>> 

28
• Los trabajado­

res no podrían acudir a medidas de presión para 
obligar al empleador a sentarse en la mesa de 
negociación respecto de materias facultativas o 
para que se les entregue información sobre dichas 
materias 

29
• 

¿Pero cuáles son los temas que corresponden a la 
negociación obligatoria en EE.UU.? Como se ha 
visto la legislación norteamericana establece una 

,. OFICINA INTERNACIONAL DEL TRABAJO;. Empresas m!llt~adóhal~;:Informaci<llJY consülta sobre stls planes de manó de obra, 
Ginebra, 1986; pág. 69. · · · 

.,S :: .. :::·;:. _:·· .. ::. : · .. · .. · .. ·::· .. · .<. ::··. .· .. ·::·:·:·.: .... ::..::.··:>::._;\ <: . ..::·::::: .::::::::·::::::.::·.: ..... ··:·. ·. . .. · >-· 
" Cfr~ G. PITT, Employmmt Law..; ob: cit.; págs. 107: 109; M: PAJ?Al.I!ON!~ <<IJdirittodellavorildei paesfa ~·cqnnnan faw" ,;, T. II¡ Encídopedia 
Giuridica del Lavoro, <:EDAM, Pado\ra,l982;págd'73. · · · · ·· ·· · · ·· · · ·· 

1
'' • •. Por eso, GOULD observa qu~sí bien la n~~o~\ací~~ d~~~;~af~L~~ ~ ínt~rito de consumar u!\ ac~~;do»1 la posición 11bstinada o 

las demandas inacepta bies de la.qtrapart~ puedei'l hacerimposible}~~ol1{;J~síóJ\ dd acwerdq (V\(,J3· Goup[) IY, Nociones de Derecho 
Norteamericano.~. ob. cit., pág. lO:;!) ...• En cualq1+íei casQ, rwpe {:le~it$e qu~ ~~ p~gpcü\~ión,(:X)lectiva••se vio «considerablemente 
estimulada;•. por·la mencionada legislación o, lo que ~slQ.mismo/qyei~Jey%'instituy(i UJ1eleP'Ieritoimportante en el fome11to de la 
negociación colectiva en este país. Cfr <O. KAHN~FRElJN:D; ']'rab~jó y Per%11().:. Ql)' cit~ p<lg 14.4; Sobre el tema de la legislación 
promociona! o de fomento véase P. CRAVERI, <<IJiriHi diinfornm%(o/J.t~{~Sis(azimle di ~0$1<'gno», GDl,.RI, 1)\Ím. 2, 1979, págs. 201 y sigs.; 
k OJEDA A VILES, "La legislación prornodona!en España••. RP~? !'lunj.l2;?,1980, págs. • 5 y sigs. 
27 : . . . . . . . .·. : . .; . . . .·::: ~ ... \ . . :· .. : ~ :\.::/~: ~~:>:·~·(:\~:;.~~·:\·: }l ~ ~: ~: .. ::·:··:. :::\:.:: · .... · .. · ..... · .. : : ~ ::::::.} · ... : :· . . . . ·. ::: 

Cfr, W.R GOULD IV, Nociones de Dere.cho Nürteamerífano;~, ób; cit;; pág; lO~JJ~. BELLACI::y H.F. COSPEL, «La comunicaCiÓii 
de informaciones ... » ob. cit., pág. 216. · · ··· · · ·· · · · · 

1
' J.R. BELLACE y H.F. COSPEL, «La •tomunicaciótTde inforrn~bi~be$, .. »Il~. cit.,pág; 216. 

"" J.R. BELLACE y H. F. GOSPEL, «La <:omunÍcacíó1~de intó!"fri~c;~~nJs . .,; ~b. ~ít., ;ag. Ú6>J.'f. DELÁl'JEY &D, SOCKELL, ,<Tfu 
mmúfntory•perinissh•e disJinctían and. a¡Jiectivcbargaining qutcanies>>; lt).dü~trial<m5 ):..¡ibqurRelatíóns Review, vol.42;núm, 4,1989,págs. 
567 y sígs,, destacan (y critican) que la díferenciaciónenttema~etiMf~~ultiJ.t~vasydeobli~atoria l)~gociadón determina a priori la actitud 
de los sujetos negociadores y los res\lltados de la contratación c'ole<;tiv¡¡ya qu~ ¡rquéij()s prE!start mayor atención a los temas obligatorios 
y dan menos importancia a los fa~ultatívos; dejándó~ d€lado, }r\ucl)a~ V%t'~ a:>p!.'<¡tO$Ínlpmtant(>s, <:vrno pq.r ejemplo ,la pegocíad6n 
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genérica referencia a la política salarial, la duración 
del trabajo y otras condiciones de empleo como 
materias encuadradas en la obligación recíproca de 
negociación de buena fe de las partes. Son estos 
temas, entonces, los que se consideran de negocia­
ción obligatoria y a los que la jurisprudencia ha ido 
dando contornos más delimitados: incremento de 
remuneraciones, participación en los beneficios de 
la empresa, pago de incentivos, jornada de trabajo, 
festivos remunerados, vacaciones, bajas por enfer­
medad, nueva contratación de trabajadores tempo­
rales y despidos '

0
. 

La obligación empresarial de informar surge con la 
solicitud del sindicato. Independientemente de la 
obligatoriedad de negociar ciertos temas, la juris­
prudencia exige que la información requerida sea 
<<pertinente>> y <<relevante>> para la adecuada nego­
ciación del convenio, lo que significa que debe exis­
tir relación entre la información y el tema o temas 
específicos que se están negociando. En cualquier 
caso, es importante dejar anotado que existe una 
presunción de relevancia respecto de la informa­
ción requerida, por lo que corresponde a la parte 
que recibe la solicitud de información demostrar la 
impertinencia de la misma, salvo que aquélla sea 
manifiestamente innecesaria o irrelevante a los efec­
tos de la negociación del convenio 

31
. 

Este primer acercamiento a diversos ordenamien­
tos nacionales y a la normativa internacional y co­
munitaria nos permite mostrar diversas formas de 
recoger el derecho de información. El sistema de 
<<cláusula general» de derecho de información se 
presenta como una fórmula abierta, que no encasilla, 
a priori, el suministro de información a determina­
dos supuestos. Se establece una política de informa­
ción permanente en la empresa que parece garanti­
zar la suficiencia informativa requerida para el ca­
bal cumplimiento de la función representativa. El 
sistema de <<informaciones concretas>>, por su parte, 
ofrece un listado legal, más o menos detallado se­
gún cada ordenamiento, de las informaciones que 
deben comunicarse a los representantes de los tra­
bajadores y presenta el problema de que, en princi-

pio, lo que no se encuentra expresamente regulado 
en la ley no tendría porqué suministrarse. 

Pero más allá de esta limitación de carácter estructu­
ral (un reconocimiento de mayor o menor amplitud 
según cada caso, independientemente de la fórmula 
utilizada) todos los ordenamientos atenazan de una 
u otra forma el derecho de información. De un lado, 
otorgando al empresario la posibilidad de no comu­
nicar a los representantes cierta información y, de 
otro, imponiendo a estos últimos la obligación de no 
divulgar a terceros la información recibida de la 
empresa. Veamos separadamente cada una de ellas. 

2. LA INFORMACION NO COMUNICABLE: 
EL DERECHO DE VETO EMPRESARIAL 

En este punto entramos en el campo de .los límites 
expresos del derecho de información. Partimos del 
supuesto de que por el hecho de presentarse deter­
minadas circunstancias, el empleador se ve exone­
rado de su obligación de transmitir ciertas materias 
o datos que en principio debían comunicarse a los 
representantes de los trabajadores para el ejercicio 
de su función representativa. En otras palabras, la 
obligación empresarial de proporcionar informa­
ción existe, pero se presentan causas eximentes que 
le facultan a no comunicarla. 

Tanto en la normativa internacional y comunitaria 
como en la legislación comparada existen múltiples 
muestras de información no comunicable. Aunque 
con diferentes denominaciones y algunos matices 
entre unas y otras, todas parecen responder a lo 
mismo: otorgar un derecho de veto empresarial, 
que podemos definir como la facultad concedida al 
empresario para oponerse unilateralmente a la trans­
misión de determinada información 

32
• 

A. La Recomendación 129 de la O IT y el Protocolo 
Adicional a la Carta Social Europea: La informa­
ción perjudicial para la empresa. 

La Recomendación 129 de la OIT (1967), sobre las 
comunicaciones entre la dirección y los trabajadores 

}1) W.B GOULD IV, Nocí\mesde Defetho ~dfte¡¡meri~~nd ... ob. d~.; P~t$· t~~lOS. #lJ<iZÓ~~¡píelltoseguíd~ p{}relTribu1laJ s.~¡~remo 
para determinar si un tema es. pblígatorío o voluntario ¡;e funda ~ 'U~<IJr.íp!e i;O~íder¡¡i::(Qr1: a) de~er.¡llfnar si el tema .se enc.'U<)Ffra en ]a 
«definición literal» de «COndiciones de e¡np!eo>>; l:ü posibiljc!adde pl:i?n:iriVe(f¡idl~riteJa p~z industria' .il través.de la negod;J<;íón del 
tema en cuestión y e) tener en cuen~ala prác~ic<lriegoc@ 4~1 *t;)5 Ms~é9to~~l te.irt<ic()j1tá)ver#dQ~~~fO Fibreboard PaperPro(hiCt~ 
Corp. vs. NLRB (1964)). Ibid,,págs, 106:107. . . . . . . . . . . .. . . .. ... . . . 

'' Se trata de los casos·NLRB.vs .. Ya·~~!t··&·;rbe··~a[\~fact~i~~·eb~;~hy·(~~§l}••y••P~~ter .• &••Gám~~··~an\l(~ct!lrlng··~ompany .. vs. 
NRLB (1979), Cfr~ ]. CABEZA PEREIR(); La buena fe en la ;neg(:)<:iagqJ#~Plf;'1;tivá, X!lnt'.lde Galid!J.; Santi;;1go de Compostela, J995, págs. 253-254. . .. · .·.· ·. .. . .·.· .· .. · .· ..... ·.·.·.·.·.·.··.·.·.···.····· .... ·. ·.· ···.· ·· .. ··.···· .. . . ... ···.· .· .. ·.. ·. ·.. .· .· ...... · .. · ... ·· ... . . 

j¡ Conforme ai .. DicciÚnario· de•ra· Len~ua .• Españ{)la,··~e¡¡l··¡bd~~~~··~~a~bia,·.~~~~~~~·l~2;•·v~tl •• es·.el •• «ber~ho.qu[•P~e·u~~·peiSona . 
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dentro de la empresa, no establece una política de 
comunicaciones entre ambas partes con miras a una 
negociación sobre las materias informadas, ni si­
quiera presupone un procedimiento de consulta que 
obligue al empresario a escuchar la posición de los 
trabajadores antes de adoptar una decisión que pue­
da afectarles

33
• Se trata tan sólo de una obligación de 

<<notificación» en el sentido más débil o primario de 
los derechos de información y de participación de 
los trabajadores'.¡, por el cual el empleador abastece 
de información a los trabajadores sobre determina­
das materias o les comunica ciertas decisiones que 
piensa adoptar o que inclusive ya ha adoptado 

35
• En 

este sentido no opera siquiera un verdadero <<con­
trol» (por lo menos un control directo) de las medi­
das empresariales, por lo que el poder decisorio del 
empresario se preserva íntegramente. 

A pesar de sus tímidos propósitos la Recomenda­
ción 129 de la OIT sienta un precedente importante 
en materia de derechos de información 

36
• No obstan­

te, la efectividad de la Recomendación podría llegar 
a ponerse en cuestión al quedar mediatizada la 
circulación de la información en la empresa si el 
empresario pone en funcionamiento el derecho de 
veto que le ha sido concedido. En efecto, si bien el 
contenido o ámbito objetivo del derecho de informa­
ción reconocido a los trabajadores es bastante am­
plio y preciso 

37
, la propia Recomendación condicio­

na el suministro de la información al hecho de que su 
revelación <<no cause perjuicio a las partes». 

En términos similares a los que acabamos de ver se 
pronuncia el Protocolo Adicional a la Carta Social 

Europea. En el artículo 2 de dicho instrumento se 
establece que la empresa podrá rehusar la divulga­
ción de <<ciertas informaciones perjudiciales» para 
ella o, en caso contrario, exigir que dichas informa­
ciones adquieran el carácter de «confidenciales». 

Aunque se haya dicho que lo que se está haciendo es 
autorizar al empresario a callar cierta información r 
a imponer un deber de discreción respecto de otra 

3 

creemos que la señalada facultad empresarial per­
mite, en principio, dos vías alternativas, referidas 
ambas a la misma información 

39
: bien no transmitir 

la información porque se considera que su puesta en 
manos de los trabajadores puede resultar perjudi­
cial para la empresa o bien exigir que la información 
comunicada a los trabajadores sea considerada con­
fidencial. Esta segunda posibilidad implica la deci­
sión empresarial de transmitir la información, pero 
condicionada al compromiso de los trabajadores de 
mantenerla en reserva. 

Si bien la fórmula diseñada por el Protocolo Adicio­
nal parece situarse en una postura intermedia entre 
las establecidas por las Recomendaciones 129 y 163 
de la OIT 

40 
creemos que se encuentra más cerca de 

la figura del derecho de veto del empresario (reco­
gido por el primero de los instrumentos citados), ya 
que será éste quien ejercite la opción entre alguna de 
las alternativas señaladas. 

B. La Directiva sobre comités de empresa europeos 

La Directiva 95/45/ CE, de 22 de septiembre de 1994, 
sobre comités de empresa europeos, prevé la posibi-

3
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lidad de que los estados miembros establezcan, en 
casos específicos y en las condiciones y límites esta­
blecidos por la legislación nacional, un derecho de 
veto en favor de las empresas de ámbito comunitario 
y que consistiría en la posibilidad de que la dirección 
central de la empresa que se halle en su territorio no 
esté obligada a suministrar cierta información. Debe 
tratarse de supuestos excepcionales («en casos espe­
cíficos>>, dice la norma comunitaria) ya que, de lo 
contrario, su uso generalizado e indiscriminado equi­
valdría a poner en manos de la empresa un arma 
capaz de neutralizar el derecho de información de 
los comités de empresa. De ahí que se exija que el 
ejercicio de la facultad en cuestión responda a crite­
rios objetivos, o que el suministro de la información 
pueda crear graves obstáculos al funcionamiento de 
las empresas afectadas u ocasionar perjuicios a las 
empresas afectadas por dichas disposiciones. 

Es importante señalar que la facultad de veto, si así 
lo decide el Estado miembro, podría quedar supedi­
tada a una autorización previa de carácter adminis­
trativo o judicial. De esta manera, se deja abierta la 
posibilidad de adoptar mecanismos de control del 
ejercicio de dicha potestad empresarial. En cual­
quier caso, al igual que sucede con la calificación de 
confidencialidad, la Directiva deja claro que los 
Estados miembros deberán establecer las vías de 
recurso administrativo o judicial a las que podrán 
recurrir los representantes de los trabajadores en los 
casos que la dirección central de la empresa ejerza 
su derecho de veto (artículo 11.4). Estos procedi­
mientos de impugnación de las decisiones empresa­
riales podrán incluir salvaguardias destinadas a 
mantener el carácter confidencial de la información 
de que se trate (por ejemplo, que se mantenga la 
decisión empresarial hasta que no se pronuncie la 
autoridad correspondiente o que la vista de la causa 
no sea pública). 

Debemos señalar que los límites al derecho de infor­
mación del comité de empresa europeo fue uno de 
los aspectos que mayores críticas recibió en los di-

versos proyectos de Directiva CEE que se elabora­
ron, en la medida que parecían otorgar una facultad 
discrecional al empresario.

41 
La Comisión de las 

Comunidades Europeas que elaboró la última pro­
puesta de Directiva salió al paso de tales críticas 
señalando que las limitaciones establecidas deben 
ser entendidas como disposiciones destinadas a ga­
rantizar el buen funcionamiento del comité de em­
presa europeo y que «no se proponen fomentar una 
voluntad sistemática de ocultar información>>. En 
ese sentido, se apela a las partes «apostando por la 
tr . 1 . ~ ansparenc1a y respeto mutuo>> entre as mismas . 

Hay que decir además que, a diferencia de lo que 
ocurría con los proyectos sobre derechos de infor­
mación de los trabajadores 

43 
y, concretamente con 

la última propuesta sobre la Directiva CEE, el texto 
final de la misma no deja al mero arbitrio del empre­
sario la no comunicación de información sino que, 
como se ha visto, la circunscribe a ciertos paráme­
tros y deja abierta la posibilidad, regulación que 
sería deseable que se plasme positivamente en los 
diferentes ordenamientos nacionales, de establecer 
vías procesales para la impugnación de la decisión 
empresarial. 

C. La excepción de confidencialidad en EE.UU. 
y Reino Unido 

Se ha señalado que en el ordenamiento norteameri­
cano, producto de la obligación de negociar de 
buena fe, el empleador debe informar acerca de los 
temas que interesan al proceso negociador. Sin 
embargo, existen también algunas materias respec­
to de las cuáles podría negarse a suministrar infor­
mación. En este sentido, los empleadores se han 
opuesto en ocasiones a la divulgación de la informa­
ción solicitada alegando el carácter confidencial de 
la misma debido a la necesaria defensa de los secre­
tos comerciales o de su esfera privada 

44
• El caso 

Detroit Edison Company (1979) marcó un hito im­
portante en este tema ya que hasta entonces no era 
usual que prosperara la excepción de confidenciali-

~~¿l~ti~q~~~~~-~BWJ~~JVJJ&i~!~~~i~ 
derechos deinformación y cO!isult~ ~~lps trabajadq~e¡id~ e~trúS!M~~~í;iti)~lej~~Y~f\.;\'V<'rJgrn~q~sA0qaluzas qeOerech?del 'frabajo · 
y Relaciones Laborales, MISS, Mai:lrüi(~9~7;pá~; ~so,¡;~¡;JJ.;, MQ.N111¡{~QPERJ;l?>Lqs r;Jeréshos<:le información,,; ob. Cit; pág. 202, 
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de los trabajad ore~•·, Presentadapqr la Cgmi~ü6nqelas <;:pmut\m~q~s Eurqp¡¡as(Btu.selas;25 de enero de 1991, Re)adoJ1i'S Laboral~; 199H págA3o9. . ... . . .. . ... .. . . . . . . . .. · .. ·..... . . . . . .. ·· 

;~.~~;)~referimos ·conCretamente .a•·J~··éf?PJ~sta·viepeli#S(l ~~O)·~·.~~··~~~~e~i&~·fefdrilta·c~t)o~idá •• conto.prt)pbesta •vredeling~Richard .• 
" J. R.· BELW\c:E• y B •. F .. coséTit;·«~a·c~~~ica~iÓB •• d~···~t~r~~~¡~~, .. ».·~~+··ci~.,.pág •... z¡~,·•·• •. • · 

THEMIS 
76 



dad alegada por el empresario. A partir de este caso, 
si un empleador alega el carácter confidencial de 
ciertas informaciones para negarse a divulgarlas, la 
NLRB determina la legitimidad y esencialidad del 
interés empresarial, suyo o de terceros en juego. En 
otras palabras, la NLRB queda convertida en el 
órgano de control de la decisión empresarial. Si 
estima que el empleador tiene un interés de la 
naturaleza señalada (legítimo y esencial) tratará de 
determinar, al mismo tiempo, si el empleador ha 
hecho un esfuerzo de <<buena fe» para proporcionar 
al sindicato los datos pedidos en una forma que 
proteja tanto sus intereses como las necesidades del 
sindicato. Por eso, en tanto no se demuestre la 
confidencialidad de la información requerida per­
siste la obligación de suministrarla o, cuando aqué­
lla no sea globalmente confidencial, debe facilitarse 

~5 
la parte que no lo sea . 

En síntesis, el interés defendido por la negativa del 
empresario no es sólo el suyo propio sino que alcan­
za también al de terceros que podrían verse afecta­
dos o «incomodados>> por la divulgación de cierta 
información. Pero, la NLRB exige del empresario 
que, al mismo tiempo que protege sus intereses o los 
de terceros, haga un esfuerzo por atender las nece­
sidades informativas del sindicato. En todo caso, la 
calificación de la confidencialidad de la informa­
ción corresponde al empresario, aunque posterior­
mente pueda ser revisada por la NLRB (pudiendo 
llegar la cuestión inclusive al Poder Judicial). 

Efectivamente, la negativa empresarial a suminis­
trar información está sometida a un procedimiento 
de fiscalización que podríamos resumir de la si­
guiente manera: debido a la existencia de un deber 
empresarial de informar sobre materias de obligada 
negociación los sindicatos podrían, si el empleador 
se niega a cumplir tal deber, denunciarle ante la 
NRLB. Si la NRLB da la razón a la parte sindical 
ordenará al empleador que transmita la informa­
ción requerida y en caso de que el empleador no 
acate la decisión de la NRLB, éste órgano podrá 
recurrir a un Tribunal Federal para que se ejecute la 
decisión adoptada por aquél. La persistencia en la 

negativa (ante una orden judicial) dará lugar a una 
. ' d 46 accwn por esacato . 

En el Reino Unido el artículo 182(1) de la TULRA de 
1992 es el encargado de fijar los supuestos en los que 
los empleadores se encuentran exonerados de di­
vulgar información. Son siete las excepciones fija­
das por tal dispositivo: a) informaciones cuya reve­
lación sea contraria a los intereses de la seguridad 
nacional; b) informaciones que no podría revelar sin 
contravenir una prohibición impuesta por disposi­
ciones legislativas o en virtud de ellas; e) informa­
ciones que se hayan comunicado a título confiden­
cial o que el empleador haya obtenido por la con­
fianza que en él depositara otra persona; d) informa­
ciones referentes específicamente a una persona, a 
no ser que ésta consienta en que se divulguen; e) 
informaciones cuya revelación pudiera ocasionar 
daños de importancia a la empresa del empleador 
por motivos que no afecten a la negociación colecti­
va; y f) informaciones que el empleador haya obte­
nido a efectos de entablar, ejercitar o defender una 
acción judicial. 

En el código de conducta al que se ha hecho referen­
cia 

47
, el ACAS precisa las excepciones acordadas 

para los empleadores, indicándose el tipo informa­
ción cuya divulgación podría perjudicar seriamente 
a la empresa: información sobre el precio del costo 
de productos determinados; los análisis detallados 
de las inversiones previstas, políticas de ventas o de 
precios; presupuestos detallados de los subcontra­
tistas 

48
. Igualmente, se señalan los supuestos en que 

el empleador pudiera sufrir graves perjuicios si como 
consecuencia de la divulgación de información co­
rriese el peligro de perder a sus clientes en beneficio 
de la competencia, cuando sus proveedores se nega­
sen a suministrarle las materias primas necesarias o 
su crédito se viese perjudicado 

4 
. 

Puede apreciarse la amplitud de los límites a la 
obligación de divulgar información. La suma de lo 
previsto en la ley, lo especificado en el código de 
conducta y lo resuelto (restrictivamente) por el Co­
mité Central de Arbitraje (CAC) delimitan una es fe-

"; Así se estableció en los casos General ElectritCornp<my~s. N'9RB{Í9~), pi!, Cherni~~l.and A..t(}rnic Workers; Local 6·418 vs. NLRB 
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informacióna.JOS SindicatOS CUandO t'Sj;f'Vidente» quy ti~en ql.je hé(C~I'l~(d~pl~?K por ejemplo, aJa. existencia de algÚT\ precedente 
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ra concreta de negociación y de informaciones que 
deben comunicarse para tal fin, no permitiéndose 
que ésta sea desbordada unilateralmente por las 
organizaciones sindicales. Al mismo tiempo, se ha 
delineado un contorno bastante amplio de excep­
ciones a la obligación de información que termina 
jugando a favor de la parte empresarial. Por eso se 
ha dicho que en «el éxito defensivo obtenido por los 
empleadores destaca la amplitud y el rigor de las 
exenciones contenidas en la ley>> 

50
• Los empleadores 

han recurrido a las diferentes cláusulas del artículo 
182 de la ley (antiguo artículo 18 de la Employment 
Protection Act de 1975), pero en particular a la 
contemplada en el182 (1) e) que por su generalidad 
actúa como una cláusula abierta ya que, como se ha 
visto, permite interrumpir el circuito informativo 
cuando la difusión de la información que debe 
transmitirse pueda causar un perjuicio importante a 
la empresa 

51
• La calificación además corresponde al 

empleador, aunque ésta es susceptible de revisión 
ante el CAC, mediante el procedimiento de queja. 

En efecto, cuando el empresario rechaza la entrega 
de alguna información que le ha sido solicitada el 
sindicato afectado puede quejarse al CAC. Este, si 
considera que la controversia es susceptible de 
solucionarse en conciliación, traslada la cuestión al 
ACAS. En caso contrario, si esto no fuera posible o 
si la conciliación no diera resultado, el CAC realiza 
una audiencia en la que precisa la información que 
debió facilitarse al sindicato estableciendo los pla­
zos para su entrega. Sin embargo, el CAC no se 
encuentra facultado para forzar al empresario a la 
entrega de información ya que, si éste persiste en su 
negativa, al sindicato sólo le queda presentar una 
segunda queja al CAC demandando por escrito el 
otorgamiento de ciertos términos y condiciones de 
trabajo para que sean incluidos en los contratos de 
determinadas categorías de trabajadores. Si el CAC 

lo estima conveniente dictará el laudo correspon­
diente estableciendo las condiciones de trabajo de 
los trabajadores afectados que se incorporarán au­
tomáticamente a los contratos individuales de éstos. 
En definitiva, el CAC no puede ordenar al empresa­
rio el suministro de información, ni siquiera estable­
cer reglas sobre el tipo de información que debe 
facilitarse a los sindicatos a fin de evitar futuros 
litigios; únicamente está facultado para establecer 
(heterónomamente) condiciones de trabajo cuando 
así se le solicite ante el incumplimiento empresarial 
de su deber legal de información 

52
• 

D. Suecia: La confidencialidad completa 

También en Suecia la confidencialidad es el límite 
principal del derecho de información. Pero este es, 
precisamente, el tema más controvertido de la ley: 
saber qué información puede retener el empresario 
y cómo no interferir el derecho del sindicato de 
divulgar la información recibida 

53
• Máxime cuando 

el artículo 21 de la Ley sobre la participación en las 
decisiones de la empresa de 1976 contiene una refe­
rencia a la observancia de la confidencialidad de la 
información proporcionada, pero no indica las ma­
terias susceptibles de ser calificadas como tales. 

En el ordenamiento sueco encontramos dos clases 
de limitaciones al derecho de información o, como 
las denomina Fahlbeck, dos twos de confidenciali­
dad: la completa y la limitada . Nos interesa en este 
momento detenemos en la primera de ellas 
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La confidencialidad completa o perfecta permite al 
empresario retener en su poder cierta información. 
Respecto de ella, entonces, no recae ninguna obliga­
ción empresarial de informar. De esta manera, la 
legislación sueca establece también un derecho de 
veto en favor del empresario que le permite no 

. . 
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transmitir determinada información. Como hemos 
adelantado, las materias sujetas a confidencialidad 
completa no están recogidas en el texto de la ley 
sobre la participación en las decisiones de la empre­
sa de 1976, sólo el artículo 5 de la misma establece 
que no habrá obligación de mantener informada a la 
otra parte de las circunstancias que revistan impor­
tancia para los efectos de un conflicto laboral actual 
o inminente. Pero, existe consenso en que ésta no es 
la única materia que puede calificarse como de 
absoluta confidencialidad, y para ello, se parte de 
que la información que debe proporcionarse será 
solamente aquella que resulte indispensable para el 
sindicato correspondiente 

5
". Se ha acudido también 

al proyecto de ley y al debate parlamentario para 
delinear con mayor precisión la información de 
carácter confidencial. A consecuencia de todo ello, 
el empleador no se encuentra obligado a transmitir 
información, además de lo señalado en el artículo 5 
de la ley, en los siguientes casos: a) información que 
no responda a las propias necesidades de la organi­
zación sindical; b) materias no relacionadas con la 
empresa; e) materias que pertenecen a la esfera 
privada del empleador o a sus intereses personales; 
d) materias relacionadas con ofertas hechas en com­
petencia con otras empresas; e) información respec­
to de las medidas que el empleador adopte o piense 
adoptar en situaciones de conflicto existente o inmi­
nente. 

Para Bouvin la intención de la ley es que las limita­
ciones señaladas no se interpreten restrictivamente 
<<dada la importancia de los intereses que pueden 
estar en juego>> 
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, por lo que, la enumeración seña­

lada no se considera exhaustiva sino a título de 
ejemplo, con la única finalidad de resaltar la clase de 
casos que deben considerarse confidenciales. 

E. Bélgica: La facultad de derogación 

La facultad de derogación es, sin duda alguna, el 
límite que con mayor intensidad actúa sobre el 
derecho de información en el ordenamiento belga. 

La aludida facultad equivale a un verdadero dere­
cho de veto en favor del director de la empresa 
puesto que le autoriza a no comunicar información 
a la que se encuentra obligado si su divulgación, en 
la forma o en el plazo previstos, pudiera causar un 
perjuicio a la empresa (cfr. artículo 27, Real Decreto 
de 1973 sobre las informaciones económicas y finan­
cieras que se han de facilitar a los comités de empre­
sa)58. Sin embargo, como veremos seguidamente, la 
facultad derogatoria está sujeta a dos condiciona­
mientos concretos para su puesta en marcha: uno de 
carácter sustantivo y otro procedimental. 

En primer lugar, la facultad de derogación de la 
obligación de informar tiene un ámbito objetivo 
muy preciso ya que se limita a las materias que 
específicamente señala el Real Decreto de 1973: a) 
información sobre los márgenes de distribución; b) 
cifra de ventas en valor absoluto y su desglose por 
centros; e) nivel y evolución de los precios de coste 
y de venta unitarios; d) datos sobre la distribución 
de los costes por producto o por centro secundario; 
e) Los proyectos de implantación de nuevos puntos 
de venta en materia de programa y perspectivas 
generales de futuro de las empresas en el sector de 
la distribución; f) los datos sobre investigación cien­
tífica; g) el reparto, por centros, de los datos relati­
vos a la cuenta de pérdidas y ganancias. 

En segundo término, la facultad derogatoria del 
empresario no opera automáticamente, sino que se 
encuentra subordinada a la aprobación previa de 
uno de los funcionarios designados por el Ministro 
de Asuntos Económicos. De esta forma, la decisión 
empresarial de no transmitir información se 
procedimentaliza. Requiere un cauce administrati­
vo que fiscalice el cumplimiento de lo previsto en el 
Real Decreto de 1973. El procedimiento de deroga­
ción comprende básicamente dos etapas: a) señala­
miento de materias sobre las que se pretende ejercer 
la facultad derogatoria que debe hacerse a través de 
una petición motivada y acompañada de la docu­
mentación necesaria para apreciar su legitimidad; 
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b) concesión o denegación de la aprobación que se 
decidirá previa consulta al comité ad-hoc, formado 
dentro del Consejo central de economía. No podrá 
negarse la petición cuando el parecer unánime del 
Comité ad-hoc confirme el acuerdo (también expre­
sado unánimemente) del comité de empresa. Final­
mente, toda decisión del funcionario competente 
debe ser motivada y su decisión será informada al 
director y al secretario del comité de empresa. 

En cualquier caso, cuando no se transmita la infor­
mación obligatoria en la forma prevista (por hacerse 
uso de la facultad derogatoria), el empresario facili­
tará al comité otra documentación que pueda serie 
de utilidad. De esta manera se matiza la facultad de 
derogación: el empresario no puede negarse a cual­
quier esclarecimiento, sino que debe proporcionar 
al comité de empresa <<otros datos susceptibles de 
aportar una información equivalente>> 5

9
• 

3. LA OBLIGACION DE LOS 
REPRESENTANTES DE LOS TRABAJADORES 
DE NO DIVULGAR LA INFORMACION 
RECIBIDA. EL DEBER DE RESERVA Y 
FIGURAS AFINES 

El otro supuesto típico que actúa como límite del 
derecho de información laboral es el deber de reser­
va. A diferencia del derecho de veto o la excepción 
de confidencialidad donde, como hemos visto, la 
información no llega a manos del órgano de repre­
sentación de los trabajadores, en el caso del deber de 
reserva la información sí llega a su poder -ese es· el 
supuesto base- y es a partir de la información que 
conocen que se les exige, precisamente, que laman­
tengan en reserva. Sin embargo, la figura del deber 
de reserva contempla una serie de matices que van 
desde la estricta obligación de secreto hasta el uso 
prudente de la información recibida de la empresa. 

A. El compromiso de mantener en reserva la 
información: La Recomendación 163 de la OIT 

Al igual que la Recomendación 129 de la OIT, la 
Recomendación 163 sobre el fomento de la negocia­
ción colectiva contempla la posibilidad de no comu­
nicar a los representantes de los trabajadores la 
información que pudiese perjudicar a la empresa. 
Se trata, sin embargo, de una fórmula más lograda, 
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o si se quiere matizada, que la regulada por aquélla. 
En efecto, la Recomendación 163 de la OIT señala 
que si la divulgación de ciertas informaciones pu­
diese perjudicar a la empresa, «su comunicación 
debería estar sujeta al compromiso de mantener su 
carácter confidencial en la medida que esto sea 
necesario>> (artículo 7.2.a) 60

• 

Como puede observarse se marca una diferencia 
sustancial con la figura del derecho de veto regula­
da en la Recomendación 129 de la OIT. En primer 
lugar, puede decirse que no existen a priori materias 
vedadas al conocimiento de los trabajadores, esto 
dependerá en todo caso del posible perjuicio que 
pudiera causar la divulgación de la información 
recibida. En segundo lugar, y en conexión con lo 
anterior,la norma internacional en cuestión no deja 
en manos del empleador la decisión de transmitir o 
no la información correspondiente. Por el contra­
rio, esta decisión está sujeta al compromiso que 
deben asumir los trabajadores de no divulgar la 
información, esto es, de mantener su «carácter con­
fidencial>>. De esta manera no se pretende romper el 
circuito informativo y no se establece, como decía­
mos, un derecho de veto en favor del empresario, 
sino más bien un deber de reserva para los repre­
sentantes de los trabajadores (titulares del derecho 
de información) de mantener la información califi­
cada confidencial fuera del alcance de terceros. 
Dicha obligación surge del «compromiso>> que asu­
men los propios representantes y sólo en el supues­
to de no llegar a un acuerdo entre las partes sobre la 
no divulgación de la información de «carácter con­
fidencial» el empresario podría negarse a transmi­
tir dicha información. Es el propio empresario, en 
todo caso, el que califica la confidencialidad de la 
información. Por último, solamente resta señalar 
que al igual que lo sucedido con la Recomendación 
129,la Recomendación 163 no establece, ni aconseja 
ningún procedimiento que permita impugnar la 
calificación de confidencialidad efectuada por la 
empresa. 

B. La Directiva sobre comités de empresa euro­
peos: Información confidencial y deber de secreto 

El primer apartado del artículo 8 de la Directiva CEE 
establece que los estados parte preverán que los 
miembros de la comisión negociadora y del comité 



de empresa así como los expertos que, en su caso, les 
asistan, no estarán autorizados para revelar a terce­
ros la información que les haya sido expresamente 
comunicada con carácter confidencial. La misma 
limitación operará para los representantes de los 
trabajadores que accedan a dicha información en el 
marco de un procedimiento de información y con­
sulta (esto es, en caso de inexistencia del comité de 
empresa europeo). 

Este primer apartado parece imponer un verdadero 
deber de secreto a los sujetos indicados puesto que 
expresamente les prohíbe <<revelar>> la información 
obtenida a terceros. No se dice a qué terceros, pero 
es presumible que, por el rigor de la prohibición, se 
refiera a toda persona diferente a los titulares direc­
tos del derecho de información (miembros de la 
comisión negociadora, del comité de empresa euro­
peo y, en su defecto, los representantes de los traba­
jadores). 

Ahora bien, la obligación de secreto respecto de la 
información confidencial requiere una previa de­
claración en tal sentido, es decir, que se haya califi­
cado expresamente como confidencial por la em­
presa (no se dice qué órgano, pero suponemos que 
se trata de la dirección central de la misma) y que, 
además, se haya comunicado como tal a los titulares 
de la información (indicación que podría hacerse 
por el órgano de la empresa que finalmente la 
suministra). En caso contrario, no existiría obliga­
ción de secreto alguna. Asimismo, creemos necesa­
rio que la calificación de confidencialidad responda 
a criterios objetivos y no a la mera voluntad empre­
sarial, ya que de no presentarse ese dato objetivo la 
empresa incurriría en una extralimitación de la fa­
cultad que se le concede. Aunque el artículo 8 no lo 
diga expresamente, este requisito podría deducirse 
del artículo 11.4 de la propia Directiva que señala la 
posibilidad de recurrir administrativa o judicial­
mente la calificación empresarial de confidenciali­
dad, para lo cual los Estados miembros preverán las 
vías correspondientes.

61 
En cualquier caso, la legis­

lación nacional aplicable debería ser la llamada a 
precisar con mayor rigor los criterios para determi-

nar qué informaciones pueden considerarse confi­
denciales 
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Por último, la Directiva fija también el ámbito tem­
poral de la obligación analizada, la que se impone 
de forma permanente, independientemente del lu­
gar en el que se encuentren los obligados, incluso 
después de expirar su mandato (término que com­
prende el dejar de formar parte de la comisión 
negociadora). Limitación temporal que alcanza, por 
supuesto, a los expertos que hayan accedido a la 
información, dado el caso. 

C. Suecia: La confidencialidad limitada 

En el ordenamiento sueco la información de confi­
dencialidad limitada es aquella que se suministra a 
un número restringido de dirigentes sindicales. 
Existe la obligación empresarial de proporcionar 
información a los sindicatos correspondientes, pero 
se exige que la misma no salga de ese círculo, es 
decir, que se mantenga en secreto. 

A este tipo de confidencialidad se refiere el artículo 
21 de la Ley sobre participación en las decisiones de 
la empresa de 1976 cuando señala que la parte 
obligada a proporcionar elementos de información 
tendrá derecho a negociar con la otra parte acerca de 
la necesidad de observar el carácter confidencial de 
la información transmitida. Como se aprecia, para 
que la información tenga carácter de confidencial, 
deben cumplirse unos requisitos específicos. En 
primer lugar, al momento de proporcionar la infor­
mación debe indicarse la necesidad de observar el 
carácter confidencial de la misma. En segundo lu­
gar, tiene que producirse una negociación entre las 
partes con la finalidad de establecer la confidencia­
lidad de las materias indicadas por el empresario. Si 
la negociación fracasa, el Tribunal de Trabajo sería 
el encargado de declarar la confidencialidad de la 
información, siempre que pueda suponerse que su 
divulgación podría ocasionar un daño considerable 
a la empresa o a terceros. Entre tanto (mientras no se 
pronuncie definitivamente la autoridad judicial), 
debe observarse la solicitud del empleador de guar-

"
1 
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dar el secreto"', admitiéndose corno excepción el 
supuesto de que la solicitud empresarial sea injusti­
ficada, esto es, cuando resulta claro el abuso en la 
calificación de confidencialidad. 

Por último, hay que señalar que el artículo 21 de la 
citada ley establece que cuando se haya recibido 
información bajo secreto por cuenta de una organi­
zación de trabajadores, a pesar de su carácter confi­
dencial, se podrá transmitir la información a un 
miembro del comité directivo de dicha organiza­
ción. En tal supuesto, éste último queda también 
obligado a guardar el secreto. 

D. Alemania: La prohibición de divulgar secretos 

En Alemania el deber de secreto recae tanto en los 
secretos económicos o industriales corno en los asun­
tos que se refieran a informaciones sobre los traba­
jadores que puedan afectar su esfera de intimidad. 

En el primer caso, conforme al artículo 79, párrafo 1 
de la BetrVG de 1972, los miembros del comité de 
empresa, y sus sustitutos, tienen la obligación de no 
divulgar o aprovecharse de los secretos de empresa 
o secretos industriales a los que hayan tenido acceso 
en razón de su pertenencia a dicho órgano de repre­
sentación; obligación que continúa existiendo aún 
después de expirar el mandato representativo 
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Dichos secretos pueden definirse corno los hechos 
relacionados con el funcionamiento técnico o con la 
participación económica de la empresa y, en tanto 
secretos, no son evidentes, de suerte que sólo los 
conoce un limitado grupo de personas y el empresa­
rio tiene un interés objetivo en que no sean divulga­
dos. Este interés debe expresarse claramente por el 
empresario, no siendo por tanto suficiente que el 
carácter secreto de determinados asuntos se pueda 
intuir de las circunstancias 

65
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Asimismo, hay que señalar que el propio artículo 79 
de la BetrVG establece que el deber de secreto no 

implica una restricción en la circulación de la infor­
mación a otros órganos de representación del perso­
nal de la empresa (comités intercentros, representa­
ción de jóvenes, delegados sindicales). En tal su­
puesto, lo que sucede es que se hace extensiva la 
obligación de secreto a los miembros de dichos 
órganos que hayan tornado contacto con la informa­
ción respectiva. 

En el segundo caso, los artículos 82 y 84 de la BetrVG 
protegen la intimidad de los trabajadores impo­
niendo la obligación de secreto profesional a los 
miembros del comité de empresa respecto de las 
relaciones y los asuntos personales del trabajador 
individual. Dicha obligación afecta también al resto 
de personas que por el ejercicio de su función hayan 
tenido acceso a dicha inforrnación
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E. Bélgica: información al personal de la empresa. 
Discreción y confidencialidad de la información 

El terna de la divulgación de la información de 
carácter confidencial también ha sido uno de los 
problemas centrales que ha afrontado el derecho de 
información en el sistema belga. En efecto, el temor 
empresarial por las posibles indiscreciones de los 
trabajadores, vistas corno peligrosas para la compe­
titividad de sus empresas, a hecho que en múltiples 
ocasiones los empleadores se nieguen a proporcio­
nar la información correspondiente y que los traba­
jadores se quejen por la falta de información satis­
factoria 

67
• 

Uno de los objetivos de la legislación belga es asegu­
rar el acceso de los trabajadores a la información de 
la empresa y, corno ya se ha indicado, se pretende 
lograr esto de la manera más diáfana posible. En ese 
sentido el artículo 32 del Real Decreto de 1973 
establece la obligación de los representantes de los 
trabajadores en el comité de empresa de garantizar 
la información al personal de la misma, sobre la base 
de los informes que se le faciliten a aquéllos. Ahora 

"' Según el articulo70 de la Ley de 1976 elTrib\lnal deT~¡bajo, ~~~ elctt~~Je 4~~r()l:edill1iéJ,tojyr;iki!II,p~edeordenarq\l(!•!a~udieiWi<l 
se celebre a puertas cerradas siernpre que se pueda SUpPneí:qu.:eJdeb¡¡J~E!nj:fúl:>Hc9<iirii]:HitafíátJ.I1 t'Í~sgo deperjtúd() grave para.una 
de las partes o para una tercera persona c:ornü c(>nsecuendadeJá,:iivulgádóride hech<lS relatiVos a las actividadescomerdales, a la 
explotación, o de hechos análogos ocurridos en una empres~ o una qrg¡'lnizadÓmq bien d¡;> hechos deor~:kn eqmómico o personalque 
condernan a una persona privada».·· · · ·· · ·· · ···· ··· ··. · ··· · ·. · · · ·· · ·· ···· · · · · ·· ·· · 

"" Cfr. P. HAN AU, <<F edRrnl .Repúblic.ofGerml111y>>; enW. ~ol~enbfl('4i ~-~~~¿¡Hait~bookon Etiropean Empl~~iebJcManage!Jten t; Kluv~r; 
Deventer, 1990, pág. 14. · · · ·· · · ····· · ·· · · · ·· ·· · · · 

''' Cfr. W. DA UBLER, Derechú del Trabaj(; .. ,. op, d (:, p4g. 369. S~~~~ el ~#tbr queJ" qelimitaciót1 hecha pot el precepto analizado 
(circunscribir el secreto profesional a lus secretos de etnpre~ o S~l(~to~ iri4t,~1lttíales) ~<impe C:í')ii la ·legisladórtanterior que permitía 
incluir en la óbligación de secreto tambíén iilásm~teri<!sc<llifica~~~¡;OR&J<C{Jrifh::l¡;>ndalé;>> pQr7Ie:m-presarío.... · 

.. ·::· ····:·· ···:·· :. :- .... ::::: ... 

w, DAUBLER, Derecho del Trabajó;> .. ob. ~ít, pág: 37Ó; 

"' Ch.BREVIERE, <<lnformadóndelos trab:íad()rJs ... ~ot.~it.,~~~.~~{zd§. ) •... 
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bien, la comunicación de información a los trabaja­
dores se encuentra rodeada de una serie de límites. 

En primer lugar, y con carácter general, existe la 
obligación de todo trabajador de mantener en secre­
to cualquier información confidencial que haya sido 
adquirida en el curso de la actividad laboral. Según 
el artículo 17(3)a de la Ley de Contrato de Trabajo, 
de 3 de julio de 1978, tal confirmación confidencial 
se trata de los secretos de empresa y de los secretos 
de naturaleza personal o individual. 

En segundo lugar, el Real Decreto de 1973 establece 
con carácter específico para los representantes de 
los trabajadores en el comité de empresa dos obliga­
ciones complementarias: un deber de discreción y la 
obligación de no divulgar a terceros información de 
naturaleza confidencial. En efecto, de un lado, se les 
exige expresamente que en la información que ha­
gan llegar al personal de la empresa, <<sobre la base 
de los informes que se le faciliten», procuren utilizar 
<<dichas informaciones con toda la discreción nece­
saria para salvaguardar los intereses de la empre­
sa». Además, toda comunicación escrita efectuada 
por un miembro del comité de empresa, en virtud 
de lo que se acaba de señalar, debe presentarse 
previamente al secretario del comité de empresa 

68
. 

De otro lado, el artículo 33 del Real Decreto de 1973 
señala que al momento de suministrar la informa­
ción al comité de empresa, el director de ésta puede 
indicar el carácter confidencial de aquellos informes 
cuya difusión pudiera perjudicar a la empresa. En 
otras palabras, la información calificada de confi­
dencial queda excluida de los informes que los 
representantes de los trabajadores deben comuni­
car a éstos últimos. En caso de disconformidad con 
la representación de los trabajadores acerca de la 
naturaleza confidencial de la información, se seguí-

rá el procedimiento establecido para la facultad 
d 

. 69 
erogatona . 

F. Francia: Secreto profesional y deber de 
discreción 

En Francia también son dos las obligaciones relacio­
nadas con la no divulgación de información a terce­
ros. El artículo L.432-7 del Código de Trabajo esta­
blece para los miembros del comité de empresa y los 
representantes sindicales 

70 
la obligación de <<secreto 

profesional>> y el deber de <<discreción>>. No se trata 
de dos obligaciones excluyentes, ya que suponen, 
como veremos, ámbitos de aplicación diferentes 

71
• 

En efecto, la primera de las obligaciones consiste en 
un <<secreto profesional>> que deben guardar los su­
jetos indicados sobre todas las cuestiones relativas a 
los procedimientos de fabricación. Se confirma así la 
regla general según la cual cualquier trabajador que 
por el ejercicio de sus funciones haya tomado cono­
cimiento de algún secreto de fabricación se encuen­
tra impedido de divulgarlo 

72
. En consecuencia, este 

impedimento se extiende a los representantes del 
personal y delegados sindicales (aunque entende­
mos que no resultaba necesaria una mención expre­
sa por haberse previamente establecido con carácter 
general una obligación de ese tipo para todos los 
trabajadores) por lo que, tampoco les está permitida 
cualquier divulgación de tal información. El incum­
plimiento de esta obligación está sancionado 
penalmente (artículo 378 Código Penal). 

La segunda obligación impuesta a los miembros del 
comité de empresa exige a éstos <<proceder con 
discreción>> respecto de los informes de naturaleza 
confidencial que hubieran sido comunicados como 
tales por el jefe de la empresa o por su representante. 
Se ha dicho que esta obligación prohíbe a los miem-

.:..:·:···.· .. :··::::: 

"" L.;~ garantía de informar al personal no parece tratarse pues dé~t~tr~hs~i;ióllhtenda ~ste delainformaciónredbída de lá erripresa. 
R. BLANP AIN, «La tru11~misíón de infornwi6n .. ;» ob:.dt.; pág,227,eue$tibna la oblígadÓJl de mantene¡-la(:liscred(m porque «supone 
el peligro. de. impedir que Jos miembros del comité de empresa PJ1~¡¡:n utili~étl" efic::azmente>dail1f<>rmación.tedbida de la empresa . 

. · .. .. ···· ... · ..... . 

"" .Al respecto vid. supra, en este rriis!llo capítulo, elepígr~f~ i.i.~; .... 
7
"· Las personas comprendidas por las obligaciones de secreto y dís~redilÍAI.;b Sl~losonlos mi~:rribms deli:ori:üté de empresá y los 
representan tes sindicales, sino que el ámbito subjetívocmnprende t¡¡!nbíéri~los ?:tie!TiiJrossuplentes. Asimismo, la obligaCión de secreto 
a Ican.za a Jos.míembros del comité de hi gíene, segürídady ámdíi:ionesdetrabajo{árt; L.236~3), así como a los peritos y expertos que hayan 
revisado la documentaCión de.ln empresa, a qui~nes tampién, alsa,ri~il eiJfeber elfo' díscresiól1 (art.!-.<!34:6, últ. par,). 

71 
El ordenamiento francés no prevé la facultad empresarial ~eJ~fo pet? en.~u ~e~mplho ha ~stablecido las dos obligaciones señaladas 

que podrían.desencaderwr resp~msabiUdadesen los miewbr()J> ~dc::.qiTiit~ elfo' t;[IIPr~sa en relación coninformadóncuya divulgación 
conlleve eiriesgo de dni'tar a la empresa,Cfr;G. LY9N,CAEN;LP~I:;IS~U::~yA,S{]PIOT;DriúduTrm,ail, Dal!oz, Paris, 1994, pág. 724. 
En este contexto seüa la R. V A TINET, Les nttribu tüms eco¡wmíques4w0/11!ít{4'entiepríse; Sirey,paris, 19.8?, pág,179, 9ueeljuez no podría 
permitir al empresario rechazar ciertaS informaciones al. com.i~Aesmrir~l'la; · por9ue no correspon?e a .los. tribunales otorgar a. aquél· 
deredws que la !E:y le ha quitado. · · · ····· · · · · · 

72 N. CA TALA, «L'mtrepri$t'»,·Droit du·rmr,nil, publiéS<lUS Jadirerchoudlp,if. ~~~¡erly11k,T. 4, Dalloz, Paris,1980,pág.80L 
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bros del comité difundir la información al conjunto 
del personal incluso bajo el pretexto de consultarles 
sobre puntos en los que el comité debe dar una 
opinión 

73
, aunque hemos de señalar que no se trata 

de una opinión uniforme en la doctrina francesa. En 
efecto, se sostiene también que al tratarse el deber de 
discreción de una obligación más leve y relativa que 
el secreto profesional, el legislador ha querido per­
mitir a los representantes que transmitan la infor­
mación a ciertas personas, especialmente a sus 
mandantes 7.¡. 

En cualquier caso, el deber de discreción requiere de 
una doble condición para su aplicación: de un lado, 
que estemos ante una información de naturaleza 
confidencial; y de otro, que así haya sido comunica­
da por el empresario a sus destinatarios. Es necesa­
rio que se cumplan conjuntamente ambos requisitos 
ya que la falta de alguno de ellos haría decaer la 
exigencia de discreción 

75
• 

Respecto del primer requisito, debe señalarse que 
no existe en la legislación francesa una declaración 
de la cual pueda desprenderse qué tipo de informa­
ción puede ser calificada como confidenciaL Sin 
embargo, ello no quiere decir que la facultad empre­
sarial sea irrestricta, antes bien se exige que «objeti­
vamente» se esté frente a información de carácter 
confidencial 

76
. En ese sentido, las informaciones 

que obligatoriamente debe proporcionar el empre­
sario al comité de empresa, en principio, no podrían 

calificarse de confidenciales 
77

• Además, por vía 
indirecta y recurriendo como en otros países al 
debate parlamentario se ha ido decantando cuál es 
la información que no puede encuadrarse dentro de 
la noción de confidencialidad. Así, se dice que no 
son confidenciales las informaciones publicadas en 
la prensa económica y financiera, las que son de 
dominio público o las relativas a los despidos colec­
tivos 

78
• Se ha llegado a sostener que carece de efecto 

la calificación empresarial de confidencialidad res­
pecto de información que «Objetivamente» no lo es, 
por lo que no generaría obligación alguna de discre­
ción para los miembros del comité de empresa 

79
• 

Por otro lado, el exceso en la calificación de confi­
dencialidad de una información podría llevar al 
empresario a incurrir en un <<delit d' entrave» 

80
• 

Por su parte, el requisito de la declaración empresa­
rial de confidencialidad debe necesariamente hacer­
se antes o al mismo tiempo de transmitir la informa­
ción, no siendo posible hacerla posteriormente. En 
todo caso, una solicitud de discreción del empresa­
rio formulada a destiempo no tendría ningún efecto, 
y si además la información es divulgada en el ínterin, 
ésta perdería su carácter confidencial

81
. No se ha 

establecido un procedimiento específico para fisca­
lizar la calificación empresarial por lo que corres­
ponderá a los tribunales de justicia decidir a posteriori 
el carácter confidencial de la información. En cual­
quier caso, y aunque tampoco se encuentre expresa­
mente recogido, nada impide que las propias partes 

n •···•· ...... · .. ·· ················· . ·•·. · ..... ·•·••·••• • ).. ............. ·•. •••··· > < .) / •• ·••·••·•••····• •. ·.·········•··············· ··•·.·•·•· .· ... •... . ... • ·. ·.•·· ·•.· . . •·• · · J. SAyATIER «L '(lbligntíonde ~isi:rét¡oryki51Jlct1Jbt~es~i! qnnit{~ét'~tr~pdsf"Xf??, n;limfH 98!5~P4S; .l~<t M~ <:(Jf{EN~ Le dn~i( des cqmi~éf 
d'e¡itrept·íse: .• ob: cit., pág.· 646~ p<)t ~~ partejseña!a q)le la l'üs~7cjof¡ a ti q~~ ~stán. sutetós lpsrepreseritat\tes del .. pe~11al. «cbnsiste evidentemenw en no divulgarJainf9rmaci~ti corifidendt\1 ajas :p~fs!:w#s q\i~ nf? ~iltál) stljetas a laqbligadón .de discreción»: •. • 
74 . ·::: ._:. ·: .... :. : · .:::::: ·: · ~::: :·: ... ::::.: ·: :::.:·:_¡: :.:)::::)·:): :_:::::>::.:.:<< /:\: ·.:·:::::}:.:::·:.:)::<>·)\::::::: :::::::r:::::::::t>t:::::::::::::r·}b:\:·: >>::::: :::::: ::<: ::·;:::-: ... ::::··:(::_·.· }·) :.:; :.::;: · ·. ··:.;:_/:.·: ·:::: :·::::-·:: :_·::. :·:·:·:·: :<·. ·:. :.· . ::.:. 

e;. LYQ~'(AEN, J. PJO~l~~Eg.):' ~: Sl](~QT;[)''I?it tfu TnwqiJ.:;pp; q~~;;p~g,74~.·~, yATlNl¡T,L.e~¡¡ttri~utíonteconcnrl~q!!es ... oq .. 
e:it.~pág: l78, seiíata que c(mel 4M1é de<liS<::r:eqi(.)nell~gii¡Jadopl:laqti.eriqo91:)i'ciljil!·l¡i. proteq:ióri<;!elos~cretosde empresa y el deber 

·de ló~ ~~~gidos de informar asl.lsiTúhidal-í~~~;En~l fui~mo$t!i'lti<lqf;M; IV\J/brott4~ Traiiail; dtoítvivailt, Ualsolls, Paris;)996, pár( · · 303. . ··.·· .. ·.. . .. . . . . . .. . ······.···· ... ·······.·.····· . ······ .. .. . . .. . . . .. .. 
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. M~ (:QHEN;.Le droit d~s comítés d.'f:!l!!tpri$e,, '()ll·. (;:¡L pá~F?~q; ~~ QAJ.;L.;J;y E;PJ?JHPPQN, Lfcmnítl4' mtreprise, DalloZ;; Parjs,1991, págs: 231~232. · · · · · · · ··· · · · · · ·. · ··. · · · ··· ·· · · ········· · · · · ·.· .. · ··· ·. ···· · · · · · · · ··· · ·· · ·· · · · 

''' ••No ~o~~ i~foi~adón que ~~e~J~~~~~;~ta dbíj~aá1~~G~~~~~~¡~¡~J~~~~~~~~ht~~~~~~iti~6~ía~~r~tíe~ecará~~t~o~fi~ericial. 
~:~~:a~;~~a~~;;¡~~~~~~~~i~~;~~~1:rr~~~~~~~~~~ík~lil'r~~~~~!¡¡:~~J1~!tr~t~:d~f;n~ili~s::~~~! 
R; VATINET, Le aU1'ibtdi~ms ~~o¡wffih¡tté$~c3>99' ~it,}pág, 192i · ........ · .. ·. . .. .. .. ... . . . . .· . ... . 

77 
. ·M•COHEN, ·~··dr11it d~ ·cmr¡ifJsd'ei.IJ,·q}ti~~ ... ~l~· t;~.i ~~g~,4J~~~~; ) •·•·•·· ... 

. . 7~' M.CdHEN, ü .dn~it des··;o~1ifés ¡tf~¡¡fr~~~~J.,: ~~- stt., ka~; ~~#~*~ii ~) ~;~f~~> u; tfÚiib#~~~~s cc4á~hique, .. db .¿it>, p4g.l92;N .. 
CA TALA; <<L'entrepríse>i ... oo; cit.; pág¡;;sos,sos.< .· . . . . . . . . . . . . . ·.·.·.·.· .. · .... · . ·.·.·.·.· ·.·.·. . .. ·..... . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

''' M;.C()~JiN, u•arait •. tfes··;~~.~~~rs•.~,;lilr~fí~~ .•.•.•• :b.~i~.,, •• ~i~.·i~tJi[~~~I~~~~l~].~tt1i~4t;oJts··~~~~ti~q;te1 ..•.•• p~, .Gi~ .••• pag •• 193 .•... 

~·· ••En .• ese •• sltido,.•.R•••(;ALLET··~···~····~kr!i~~d~,···&··~~i~~··~r~J~~iti~.,] ••• ~ij, •• ~i~., ••• ~lg .•• ~i, •••. ~eAai~n•••4u~··~n··rec6r~;···si~tett1Ático•y .• no.· 
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interesadas (comité de empresa y empresario) lle­
guen a un acuerdo sobre este punto o, en su defecto, 
sometan la controversia a un arbitraje~2 . 

4. RECAPITULACION Y CRITICA 

La colisión de intereses en el terreno del derecho de 
información en la empresa ha determinado una 
serie de límites a tal derecho. Con estos se intenta 
alcanzar un cierto equilibrio de todos los intereses 
en juego, a saber, el de los representantes de los 
trabajadores a ser informados y el de los empresa­
rios a que no se divulguen a terceros las noticias 
cuya revelación pueda causar un perjuicio a la em­
presa". Tales limitaciones responden a las diversas 
posturas que de una y otra parte se han esgrimido, 
para dar solución al señalado conflicto de intereses. 

Como vimos, para un sector la disyuntiva plantea­
da se resuelve permitiendo al empleador rehusarse 
al suministro de información cuando la divulgación 
de la misma implique un peligro de daño para la 
empresa ~4 • Esta posición, así de amplia, pone en 
peligro la efectividad misma del derecho de infor­
mación por cuanto los representantes de los trabaja­
dores no tienen la posibilidad de desmentir o con­
tradecir el carácter secreto atribuido a la informa­
ción, COll}O no sea acudiendo a los órganos jurisdic­
cionales ~0 • Por eso, para otros lo que debe prevalecer 
es el derecho de los trabajadores a ser informados, lo 
que significa que el empresario debe suministrar en 
cada oportunidad la información de la forma más 
completa posible. En todo caso, los representantes 
de los trabajadores deberían soportar la carga de no 
divulgar posteriormente a terceros la información 
calificada como reservada por el empresario 

8
h. 

Estas diferentes posturas representan claramente 
las opciones legislativas que se han ido asumiendo, 
tanto en la normativa internacional y comunitaria 

~" 2 Vid. R. VATINET, Le~ attrihutious cconomiqucs ... ob. cit., pág. 193~ 

>;,"; 

P. V ADA LA, "Laproposta di Direttiro C.E.E ... » ob. cit., pág. 228. 

como en los diversos ordenamientos nacionales, 
para delimitar el alcance del derecho a la informa­
ción laboral. En estos sistemas encontramos funda­
mentalmente los dos tipos de límites que hemos 
destacado: la facultad de veto empresarial y el deber 
de reserva o secreto de los representantes de los 
trabajadores

87
, a la luz de los cuales podríamos 

establecer hasta tres clases de información con re­
percusiones diferentes en el derecho de informa­
ción reconocido a los representantes de los trabaja­
dores: 

a) En primer lugar está la información no comuni­
cable que podríamos calificar también de confiden­
cialidad absoluta, cuyo conocimiento puede que­
dar vedada a los representantes de los trabajadores. 
Esta clase de información se supone de unas carac­
terísticas tales que hacen que el legislador o la 
jurisprudencia la rodeen del máximo nivel de reser­
va, ya que su exteriorización fuera del estricto círcu­
lo del empresario podría resultar gravemente perju­
dicial para sus intereses o los de terceros. En conse­
cuencia, no se impone al empresario la obligación 
de suministrar a los representantes de los trabajado­
res tal información, antes bien se le faculta a retener­
la en su poder. Este es pues el espacio en el que se 
mueve el derecho de veto empresarial. 

Ahora bien, el empresario protege intereses perso­
nales al moverse en una economía competitiva y en 
ocasiones también intereses de terceros cuando, por 
ejemplo, por razones comerciales o laborales éstos 
han cedido al empresario cierta información a título 
confidencial 

88
; de ahí la necesidad de proteger dicha 

información y evitar que su divulgación cause da­
ños al empresario o a terceros. Pero también debe 
tenerse en cuenta que la ambigüedad con la que 
muchas veces se regula la facultad empresarial en 
cuestión puede dar a éste un ámbito de actuación 
desmesurado y terminar poniendo en duda la efica-

~-+ F .. MORTILLARO, «Osscrvazioni i11toruo al sistema di iJ~for~azioneSulla·sifzu~zióne defla'industria.mctalmeccanicn», lf Diritto del LnPoro, 
Parte!, 1978, pág. 11'1. 

,'jr; P. VADALA, «Ln proposta di Dircttiva C,E.E ... » ob. cit.:. pág. 229. 

:-;:;,, 
Cfr. P. V ADA LA, "La ¡no¡wsta dí Direttim C.E.E ... » oh cit., pág. 229. 

~~ Sin embargo, la plasntación d€ dichos limites~ si bien pre.tenden.·~_Sta~lecer·unequilibrío entre los diversos intereses en juego, no se 
encuentran exentos de crítica. Se ha sostenido por eso que tal reguladón repre..'ienta un retroceso en l<1 «carrera» del derecho de l,¡ 
información (aludiendo concretamente a las propuestas de Dírectíva sobre comités de empresa europeos en comparación con los 
diversos ordenamientos nacionales de los países miembros de la Unión Europea). Cfr. M.}. BONELL, Partecipazionc operaia e dú·itto 
ddl'illlprcsa,Milano, 191\3, pág. 171. 

" Cfr. R. FAHLBECK, «Tiie Szeedish Ac/ ... n ob. cit., pág. 157. 
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cia misma del derecho de información reconocida a 
los representantes de los trabajadores. En tal senti­
do, son varias las observaciones que podemos for­
mular a la regulación del derecho de veto del em­
presario en tanto límite de las potestades informati­
vas de los representantes de los trabajadores. 

Primeramente debe señalarse que la propia exten­
sión del derecho de veto no está claramente delimi­
tada en sus diversas regulaciones. La duda se centra 
en determinar, muchas veces, si la facultad de no 
comunicar información a los representantes se re­
fiere a todo tipo de información o solamente a parte 
de ella. Esto tiene que ver con el enunciado genérico 
y difuso que suelen utilizar muchos de los instru­
mentos analizados (por ejemplo, «información per­
judicial» para la empresa o las partes, en el caso de 
la Recomendación 129 de la OIT o el Primer Proto­
colo Adicional a la CSE) que no permiten dilucidar 
cuáles son las materias cuya transmisión o divulga­
ción pudiera causar un daño a las partes, así como la 
clase de daño o perjuicio de que se trata. Asimismo, 
hay que decir que la normativa falla cuando permite 
dejar de comunicar «información perjudicial>> para 
la empresa o las partes, puesto que no es la informa­
ción en sí misma la perjudicial. Lo que podría resul­
tar perjudicial es su divuls;ación o uso indebido 
extramuros de la empresa

8 
. Es preferible por ello 

que se establezcan supuestos concretos en los que el 
empresario queda facultado para ejercer su derecho 
de no comunicar información. Debería tratarse, en 
lo posible, de supuestos tasados y excepcionales, 
como sucede en el caso de la legislación belga o de 
la Directiva sobre comités de empresa europeos 
(que enfatiza su carácter excepcional), lo que re­
quiere, sin duda, un esfuerzo del legislador, de las 
partes o de la jurisprudencia por delimitar con 
precisión el alcance de la facultad en cuestión. En 
cualquier caso, en tanto no se acredite la confiden­
cialidad de los datos requeridos a la empresa debe­
ría subsistir la obligación de aquélla de suministrar­
los si resultan indispensables para el ejercicio de la 
función representativa (como ha establecido la ju-

risprudencia estadounidense) o, en su defecto, de­
bería facilitarse información equivalente a la califi­
cada como confidencial de ser posible (conforme a 
lo señalado por el legislador belga). 

En segundo lugar, y de la mano con lo anterior, 
creemos necesario también que se cuenten con me­
canismos de control (internos o externos) para fisca­
lizar la objetividad de la calificación empresarial a 
fin de evitar arbitrariedades de su parte. Partiendo 
del supuesto de que no toda sino solamente deter­
minada información debería ser calificada como 
perjudicial o confidencial, los representantes de los 
trabajadores deben contar con los medios necesarios 
para filtrar la información cuya divulgación, en for­
ma indiscutible e irrefutable, pueda ocasionar un 
perjuicio al empresario, de aquélla que no cumple tal 
parámetro. En este sentido las legislaciones sueca y 
belga, así como la Directiva sobre comités de empre­
sa europeos, son buenos ejemplos de la necesidad de 
contar con mecanismos de control de la decisión 
empresarial de no comunicar información 
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En definitiva, una fórmula abierta del derecho de 
veto pone de manifiesto el peligro que puede repre­
sentar el uso indiscriminado de esta clase de limita­
ción que podría llevar a vaciar de contenido el 
derecho de información de los representantes de los 
trabajadores. En cualquier caso, en tanto límite de 
un derecho, la interpretación que corresponde ha­
cer de ella es de carácter restrictivo 
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b) La segunda clase de información podría deno­
minarse de confidencialidad atenuada en la medi­
da que dicha información es también de naturaleza 
reservada pero no incomunicable, es decir, que no 
se exonera al empresario de la obligación de sumi­
nistrarla a los representantes de los trabajadores. Se 
parte aquí del supuesto de que la información llega 
efectivamente a manos de los representantes pero 
con una obligación de reserva o secreto que no les 
permite divulgar la información recibida a terceras 
personas, en principio, ajenas al órgano de repre-

·'" G. GARC!A BECEDAS, Democracia y relacio!leslabmales, Akaléditot, Madrid, 1982, pág. 148, critica inclusive esta limitación porque 
se funda muchas veces en «la apreciación no demostrada. de la difi:i~ión de la información recibida ... quizá pudiera causar perjuicios 
irreparables ah> empresa». · 

')(¡ . .>" .. :.·· .. :"::·.. . . 
Como se ha dicho este fue uno de los puntos más controvertidos delaspropuestas de Directiva comunitaria sobre comités de empresa 

europeos. Las organizaciones sindicales sostenían que las dire~ionesdelasempresas no dt>berían tener la última palabra sobre la 
información que pueden no comunicar a los reprt>st>ntantt!s de los tr<~batadores. Para la parte laboral el deber de secreto o reserva era 
garantía suficiente de !os intereses empresariales. Por supartt>Ja UNICE no aceptaba que un órgano ajeno a la empresa, al que 
consideraba carente de conocimiento suficiente sobre las activil:iades en determinada empresa y del mercado y extraña a toda 
responsabilidad sobn' su fu tu ro, decida en materia de importancia cruda! para lamisma>i~ CfL T. PEREZ DEL RIO, "La política social 
l'uropea ... " ob. cit., págs. 550-551. Vid. tambíénlos mmentaríosdeEJ.~IEHLy J3.SASSEN;enL'i¡¡formatipnet la consulfatüm destmvail/ems 
dans les mtreprises HIU!tinalionalcs,.sous la directüm.de JacquesYandamme, I~; París; 1984, págs; 277 y sigs. 

'IJ ·. . .:. . .. · 

En referencia a la legislación sueca vid. A: BOUVIN, «La nuevaJ~ysueca::;\, obcit., pp. 146-147. Vid. también P: ICHfNO,Dititto all<i 
riservatczza e dirilto al scgrrto ncl rapporlo di lavoro, Giuffre editore, Milano, 1979, pág. 207. 
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sentación. Se trata de una obligación de menor 
envergadura, y en ese sentido preferible, al derecho 
de veto porque no impide el suministro de informa­
ción a los representantes. Sin embargo, también 
aquí deben hacerse algunas observaciones. 

Una cuestión inicial es que, salvo que por ley venga 
establecido, deberían precisarse y comunicarse con 
anticipación todos los asuntos cuya divulgación a 
terceros no esté permitida. En este supuesto cree­
mos que debería al menos dejarse abierta la posibi­
lidad de que sean las propias partes las que 
negociadamente establezcan la confidencialidad 
de tales asuntos (como ocurre, según se ha visto, en 
el ordenamiento sueco). En caso contrario, los re­
presentantes de los trabajadores deberían contar, 
como en el supuesto de la facultad de veto empre­
sarial, con mecanismos de control que garanticen 
la objetividad de la confidencialidad de la informa­
ción cuando su calificación recaiga en la parte 
empresarial. 

Por otra parte, debe sei1alarse que la obligación de 
no divulgar información a terceros no parece com­
patible con modelos de <<titularidad amplia>> del 
derecho de información, es decir, cuando el ordena­
miento pretende que los destinatarios finales de la 
misma no sean exclusivamente los representantes, 
sino toda la colectividad de trabajadores de la uni­
dad productiva correspondiente. En tal supuesto el 
empresario no podría negarle a ésta el acceso a la 
información de la empresa. Decidida la comunica-

ción de determinada información, aún con carácter 
confidencial, la información debe recorrer íntegra­
mente el circuito informativo establecido, por lo que 
debe poder llegar necesariamente a los titulares del 
derecho (como pretende garantizar la legislación 
belga). En este contexto no se impondría a los repre­
sentantes de los trabajadores una obligación de 
secreto sino simplemente se exigiría de los mismos 
un uso diligente de la información recibida, pero 
tanto a los representantes como a los representados 
se les exigiría la obligación de no divulgar la infor­
mación conocida extra muros de la empresa. Por 
último, el carácter confidencial de la información no 
debería ser un obstáculo para que accedan a ella los 
asesores de los representantes de los trabajadores en 
los supuestos que éstos requieran de ayuda especia­
lizada para el entendimiento de la información reci­
bida de la empresa. En cualquier caso, resulta claro 
que recaería sobre dichos asesores la obligación de 
guardar secreto. 

e) Finalmente y en relación a la tercera clase de 
información que hemos mencionado habría que decir 
que dicha información sería aquélla que, por no 
tener naturaleza confidencial, no se encuentra some­
tida al derecho de veto del empresario ni recae sobre 
ella, en consecuencia, la obligación de secreto. En esa 
medida, al ser suministrada a los representantes de 
los trabajadores podría ser utilizada por éstos con 
amplia libertad en el ejercicio de su función repre­
sentativa, sin que se presente problema alguno para 
su retransmisión al resto de trabajadores. 
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